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RESUMEN 

El presente estudio llevó por título: “Delimitación del término “incapacidad moral 

permanente” como causal de vacancia presidencial para la prevalencia del principio de 

legalidad (Huaura, 2018 – 2022)”, considerando como objetivo general el determinar en qué 

medida la delimitación del término “incapacidad moral permanente” como causal de vacancia 

presidencial permitirá la prevalencia del principio de legalidad (Huaura, 2018- 2022). Por tal 

razón, se optó por un diseño metodológico no experimental, orientado a la aplicación práctica, 

con un enfoque de carácter cualitativo y de nivel explicativo, el cual fue realizado sobre una 

muestra de 95 abogados del Ilustre Colegio de Abogados de Huaura; así como los 

pronunciamientos que fueron emitidos por el Congreso de la República respecto a la vacancia 

presidencial por la causal de incapacidad moral permanente, emitidos durante los años 2018 – 

2022. En la investigación se utilizaron como métodos de recopilación de información la técnica 

de encuesta y el análisis documental. Los hallazgos evidencian que la totalidad de los 

participantes consultados, es decir, el 100 %, manifestó que la delimitación objetiva del término 

“incapacidad moral permanente” como causal de vacancia presidencial permitirá la prevalencia 

del principio de legalidad (Huaura, 2018-2022). A partir de lo cual, se concluye que, la 

delimitación objetiva del término “incapacidad moral permanente” como causal de vacancia 

presidencial permitirá la prevalencia del principio de legalidad (Huaura, 2018-2022). 

Palabras Clave: Incapacidad moral permanente, vacancia presidencial, principio de 

legalidad, delimitación objetiva. 
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ABSTRACT 

 

The present study was entitled: “Delimitation of the term ”permanent moral incapacity“ 

as grounds for presidential vacancy for the prevalence of the principle of legality (Huaura, 2018 

- 2022)”, considering as general objective to determine to what extent the delimitation of the 

term “permanent moral incapacity” as grounds for presidential vacancy will allow the 

prevalence of the principle of legality (Huaura, 2018- 2022). For such reason, a non- 

experimental methodological design was chosen, oriented to practical application, with an 

approach of qualitative character and explanatory level, which was conducted on a sample of 

95 lawyers of the Illustrious Bar Association of Huaura; as well as the pronouncements that 

were issued by the Congress of the Republic regarding presidential vacancy on the grounds of 

permanent moral incapacity, issued during the years 2018 - 2022. In the research, the survey 

technique and documentary analysis were used as methods of information collection. The 

findings show that all the participants consulted, that is, 100%, stated that the objective 

delimitation of the term “permanent moral incapacity” as grounds for presidential vacancy will 

allow the prevalence of the principle of legality (Huaura, 2018-2022). From which, it is 

concluded that, the objective delimitation of the term “permanent moral incapacity” as grounds 

for presidential vacancy will allow the prevalence of the principle of legality (Huaura, 2018- 

2022). 

Keywords: Permanent moral incapacity, presidential vacancy, principle of legality, 

objective delimitation. 
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INTRODUCCIÓN 

La destitución del Presidente de la República constituye una medida contemplada por 

la Constitución, la cual habilita su separación del cargo cuando se cumplen ciertas causales 

establecidas en la ley. Este proceso adquiere particular importancia cuando se alega "incapacidad 

moral permanente" como razón para destituir al jefe de Estado, ya que, sin una definición clara 

y precisa, esta causal puede dar lugar a interpretaciones ambiguas y decisiones influenciadas por 

intereses políticos. A lo largo de la historia y en diferentes contextos internacionales, como en 

Ecuador y Brasil, se han adoptado enfoques variados para regular situaciones similares, 

subrayando la necesidad de establecer criterios claros y objetivos que legitimen el proceso. 

En el Perú, la falta de una delimitación concreta del concepto 'incapacidad moral 

permanente' en la Constitución ha generado diversas interpretaciones, lo que ha facilitado que 

el proceso de vacancia presidencial sea empleado con fines políticos más que como un recurso 

destinado a salvaguardar el orden constitucional. En este sentido, el estudio tuvo como objetivo 

determinar hasta qué punto la delimitación del concepto de "incapacidad moral permanente" 

como causal de vacancia presidencial contribuiría a la primacía del principio de legalidad en el 

período 2018-2022 en Huaura. A partir de esta premisa, se formuló el siguiente problema de 

investigación: ¿En qué medida la delimitación del término “incapacidad moral permanente” 

como causal de vacancia presidencial permitirá la prevalencia del principio de legalidad en 

Huaura durante el periodo 2018-2022? Para responder a esta interrogante, el estudio se desarrolló 

con un enfoque cualitativo y un nivel explicativo. Asimismo, el desarrollo de la presente 

investigación se realizó respetando rigurosamente los lineamientos establecidos en el 

Reglamento de Grados y Títulos de la Universidad Nacional José Faustino Sánchez Carrión, lo 

que asegura que el proceso de estudio se haya desarrollado de manera rigurosa y conforme a los 

estándares académicos exigidos por la institución. 
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CAPÍTULO I PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

 

1.1. Descripción de la realidad problemática 

La vacancia presidencial constituye un instrumento jurídico establecido en el 

ordenamiento constitucional peruano, destinado a poner fin al mandato del Presidente de la 

República cuando concurre alguna de las causales expresamente previstas en la Constitución. 

Este mecanismo no puede activarse de forma discrecional ni motivado por intereses coyunturales 

o políticos, sino que requiere el cumplimiento estricto de dos condiciones fundamentales para 

garantizar su legitimidad y constitucionalidad. En primer lugar, debe encontrarse en funciones un 

titular del Poder Ejecutivo que haya accedido al cargo mediante los cauces legales y democráticos 

correspondientes, es decir, que su mandato derive de un proceso legítimo y reconocido conforme 

a las reglas electorales y constitucionales vigentes. 

En segundo lugar, es imprescindible que se configure una causal debidamente sustentada 

que imposibilite de manera definitiva al presidente para continuar ejerciendo el cargo, lo cual 

implica que no se trata de una situación transitoria, ni de una medida que pueda ser revertida o 

levantada posteriormente. La vacancia, en este sentido, debe responder a una situación grave y 

objetiva, que genere una imposibilidad permanente de ejercer las funciones presidenciales, tal 

como lo explica Fonseca (s.f.). Esta naturaleza irreversible es lo que diferencia a la vacancia de 

otras figuras como la suspensión o la licencia, pues mientras estas últimas se aplican ante 

contingencias temporales o excepcionalmente revocables, la vacancia supone una cesación 

definitiva del mandato. Por tanto, su uso debe enmarcarse dentro de los principios de legalidad, 

proporcionalidad y respeto al sistema democrático, para evitar su distorsión como herramienta de 

presión política o desestabilización institucional. 

Considerando que el cargo presidencial representa una entidad de máxima importancia 

dentro del Estado y que su titular es elegido a través de un proceso electoral democrático, resulta 
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fundamental que cualquier decisión relacionada con su destitución esté respaldada por la 

Constitución. La vacancia no puede ser utilizada como un mecanismo discrecional o una 

herramienta de conveniencia política, sino que debe estar debidamente fundamentada en 

principios constitucionales que garanticen su aplicación justa y legítima. En este sentido, es 

imprescindible que las causales que conducen a la vacancia presidencial respeten el principio de 

constitucionalidad, el cual establece que todas las normas y actos jurídicos deben estar en armonía 

con los preceptos de la Constitución. Si la vacancia se aplicara sin este fundamento, se estaría 

atentando contra la voluntad del Poder Constituyente, que es la máxima expresión de la soberanía 

popular y la fuente última del ordenamiento jurídico (Hakansson, 2021). 

Asimismo, el principio de legalidad —frecuentemente referido como supremacía de la 

norma— representa un pilar esencial dentro del Derecho Público y del Estado de Derecho en 

general. Su esencia radica en la exigencia de que todo ejercicio del poder público se realice dentro 

de los límites establecidos por la ley, evitando decisiones arbitrarias o discrecionales que puedan 

vulnerar los derechos fundamentales y el orden institucional. Este principio garantiza que las 

autoridades estatales actúen conforme a normas previamente establecidas, brindando 

previsibilidad y seguridad jurídica a los ciudadanos. En el caso específico de la vacancia 

presidencial, la aplicación del principio de legalidad resulta crucial, pues asegura que el proceso 

se lleve a cabo con apego a las normas vigentes y evita que se convierta en un instrumento de 

desestabilización política (Cristóbal, 2020). 

A nivel internacional, la vacancia presidencial por incapacidad moral permanente se 

encuentra regulada en diversas legislaciones, aunque con particularidades propias según cada 

ordenamiento jurídico. Un ejemplo claro de ello es Ecuador, donde la Constitución establece en 

su artículo 145 que el Presidente de la República puede ser destituido por incapacidad física o 

mental permanente. Sin embargo, para que esta causal se configure, es imprescindible que exista 

una certificación médica oficial, emitida conforme a la ley por un comité de especialistas en la 
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materia. Además, para que la destitución del mandatario se haga efectiva, se requiere la 

aprobación de al menos dos tercios del total de integrantes que conforman la Asamblea Nacional 

(Asamblea Constituyente de Ecuador, 2008). 

En tal sentido, el marco legal ecuatoriano se distingue por ofrecer parámetros claramente 

definidos y verificables que permiten establecer con precisión si el Presidente de la República se 

encuentra en condiciones de continuar ejerciendo sus funciones. Esta regulación busca garantizar 

objetividad en la aplicación de una medida tan trascendental como la cesación del cargo 

presidencial, al evitar ambigüedades que puedan prestarse a interpretaciones discrecionales o de 

carácter político. En contraste, el modelo brasileño adopta un enfoque normativo más flexible en 

cuanto al procedimiento de destitución del jefe de Estado. Si bien la legislación de Brasil no 

contempla expresamente la figura de “incapacidad moral permanente” como causal de remoción, 

sí incluye un mecanismo conocido como impeachment, que puede ser activado en situaciones 

específicas contempladas en la ley. 

Una de las causales más relevantes dentro de este procedimiento, y que demuestra la 

amplitud del enfoque brasileño, es la “falta de probidad en la administración pública”, reconocida 

como la quinta causal legal para destituir a un presidente. Esta disposición normativa, aunque 

enunciada de manera genérica, abre la posibilidad de que el Parlamento brasileño valore una 

diversidad de conductas que, sin ser estrictamente ilegales, puedan ser consideradas inmorales, 

contrarias a la ética pública o atentatorias contra los principios fundamentales de integridad en la 

gestión gubernamental. Así, el legislador brasileño otorga al Congreso un margen interpretativo 

relativamente amplio, el cual puede abarcar actos que afecten la legitimidad del poder Ejecutivo 

incluso sin configurar delitos tipificados. Según lo señalado por la Asamblea Nacional de 

Representantes de Corregimientos (1988), este margen puede ser positivo en tanto permite una 

respuesta institucional ante situaciones de gravedad política o ética, pero también puede conllevar 

riesgos si se emplea de manera oportunista o sin criterios jurídicos objetivos. En definitiva, el 
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contraste entre ambos sistemas evidencia dos formas distintas de concebir la responsabilidad 

presidencial: una basada en la objetividad normativa (como en Ecuador) y otra que permite una 

valoración más política y contextualizada (como en Brasil). 

A diferencia del modelo ecuatoriano, en el cual la destitución del presidente por motivos 

de incapacidad está condicionada a un proceso de evaluación técnica y objetiva que permite 

verificar de manera clara la imposibilidad del mandatario para continuar en el ejercicio del poder, 

los sistemas jurídicos de Brasil y Perú presentan una configuración más abierta y, por ende, 

susceptible de interpretaciones amplias. En ambos casos, la aplicación de causales de remoción 

presidencial —ya sea bajo la figura del impeachment en Brasil o la vacancia por “incapacidad 

moral permanente” en Perú— no siempre responde a parámetros jurídicos rigurosamente 

definidos, sino que deja un margen considerable para que los órganos legislativos evalúen los 

hechos desde una perspectiva eminentemente política. 

Este enfoque discrecional facilita que las decisiones en torno a la permanencia o 

destitución del jefe de Estado no necesariamente se basen en pruebas técnicas o peritajes 

especializados, como ocurre en Ecuador, sino en apreciaciones que pueden variar según el 

contexto, las mayorías parlamentarias o los intereses partidarios del momento. En consecuencia, 

esta indeterminación normativa, presente tanto en Brasil como en Perú, eleva el riesgo de que se 

utilicen estos mecanismos como instrumentos de confrontación o desestabilización política, más 

que como herramientas de control constitucional genuino. De este modo, se compromete la 

seguridad jurídica y la previsibilidad institucional, principios esenciales para la consolidación del 

Estado de Derecho y el respeto al régimen democrático. 

Dentro del ámbito nacional, el origen de la causal de vacancia presidencial por 

incapacidad moral se remonta a la Constitución Política de 1839, la cual fue la primera en incluirla 

bajo el término “perpetua imposibilidad moral”, establecida en su artículo 81. Desde entonces, 

esta causal ha sido objeto de diversas interpretaciones y modificaciones a lo largo de la historia 
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constitucional del país. Hoy en día, esta causal se encuentra contemplada en el artículo 113, inciso 

2, de la Constitución Política de 1993, el cual dispone que el cargo de Presidente de la República 

será declarado vacante si quien lo ocupa presenta una 'incapacidad moral o física permanente', 

siempre que dicha condición sea reconocida por el Congreso (Congreso Constituyente 

Democrático, 1993, art. 113). Sin embargo, a pesar de su vigencia, la falta de una definición 

precisa del concepto de "incapacidad moral permanente" ha generado interpretaciones ambiguas, 

lo que ha convertido este mecanismo en un tema de constante debate en la esfera política y 

jurídica del país. 

El principio de legalidad es un pilar fundamental dentro del ordenamiento jurídico 

peruano y se encuentra expresamente reconocido en el marco de la Constitución Política del Perú, 

específicamente en el inciso 24, apartado d), del artículo 2, se estipula que ninguna persona puede 

ser juzgada ni sancionada por un acto u omisión que no haya sido previamente definida como 

infracción punible de manera clara, expresa e inequívoca en la ley vigente al momento de su 

comisión. Del mismo modo, se prohíbe la imposición de sanciones que no estén previamente 

establecidas en la normativa aplicable. Este principio también es reafirmado en el ámbito penal a 

través del artículo 2 del Título Preliminar del Código Penal, el cual estipula que ninguna persona 

podrá ser castigada por un acto que no haya sido previamente tipificado como delito o falta 

conforme a la legislación vigente en el momento en que se llevó a cabo. 

El artículo mencionado establece de manera clara y contundente que ninguna sanción o 

medida de seguridad puede ser aplicada si no se encuentra previamente tipificada en la legislación 

pertinente (Cristóbal, 2020). Este planteamiento refuerza la idea de que el Estado debe actuar 

dentro de los límites establecidos por el ordenamiento jurídico, garantizando así que las 

decisiones de las autoridades no excedan lo dispuesto en las normas. En otras palabras, la 

imposición de castigos o medidas restrictivas debe estar fundamentada exclusivamente en lo que 

la ley expresamente autoriza, sin que exista margen para la arbitrariedad o la aplicación de 
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sanciones que no hayan sido formalmente establecidas con anterioridad al hecho que se pretende 

sancionar. 

Este principio de legalidad no solo protege a los ciudadanos contra posibles abusos de 

poder, sino que también crea un ambiente de seguridad jurídica, en el cual las personas pueden 

conocer de antemano las consecuencias legales de sus actos. La certeza jurídica que se deriva de 

este precepto es fundamental para el funcionamiento de un Estado de derecho, ya que impide que 

se apliquen castigos retroactivos o que se modifiquen las reglas del juego de manera imprevista. 

Además, este principio actúa como un escudo protector del debido proceso, asegurando que toda 

medida coercitiva esté sujeta a un marco normativo claro y preestablecido, evitando así 

interpretaciones subjetivas o discrecionales que puedan afectar los derechos individuales. 

En definitiva, la función primordial del principio de legalidad es mantener el equilibrio 

entre el ejercicio del poder público y los derechos de los ciudadanos, garantizando que 

toda acción estatal se ajuste a lo permitido por las leyes vigentes. Este mecanismo no solo limita 

la discrecionalidad de las autoridades, sino que también refuerza la confianza en el sistema 

jurídico, al asegurar que ninguna persona será sometida a sanciones que no estén explícitamente 

previstas en la normativa. De esta manera, se preserva la previsibilidad del derecho y se evita que 

decisiones arbitrarias o extralimitadas vulneren las garantías fundamentales de los individuos, 

consolidando así un sistema legal justo y equitativo. 

La problemática abordada en esta investigación radica en la ausencia de una delimitación 

clara y precisa del término “incapacidad moral permanente” como causal de vacancia 

presidencial. Esta figura, regulada en el segundo inciso del artículo 113 de la Constitución Política 

del Perú, presenta una ambigüedad que ha generado un vacío legal, permitiendo que el 

mecanismo de vacancia sea empleado como un instrumento para la ejecución de juicios políticos 

sumarios. En este contexto, el presidente de la República debe comparecer ante el Parlamento 

para rendir explicaciones sobre sus acciones, mientras que los congresistas tienen la facultad de 
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evaluar y determinar si la causal de incapacidad moral se encuentra justificada. No obstante, la 

experiencia reciente ha demostrado que esta valoración no siempre responde a criterios 

estrictamente jurídicos, sino que puede estar influenciada por factores subjetivos, intereses 

estratégicos y motivaciones político- partidarias. Esta realidad plantea la necesidad de un análisis 

riguroso que examine hasta qué punto la aplicación de esta causal se ha visto distorsionada por 

intereses coyunturales, en detrimento de la estabilidad democrática y del principio de legalidad. 

En este sentido, la crisis institucional que atraviesa el Parlamento en el marco de un sistema 

presidencialista ha llevado a cuestionar si la interpretación actual del segundo inciso del artículo 

113 de la Constitución ha derivado en un mecanismo que permite a los legisladores utilizar la 

vacancia presidencial como una herramienta de presión política. La investigación busca 

determinar si esta práctica ha llegado a debilitar los fundamentos jurídicos sobre los cuales debería 

sustentarse un proceso de destitución presidencial, afectando con ello la legitimidad del ejercicio 

del poder en el país. 

Frente a esta situación, el estudio desarrollado —de carácter explicativo— se propuso 

como finalidad central examinar en qué medida una definición clara del concepto 'incapacidad 

moral permanente' influye en su aplicación como causal para garantizar la primacía del principio 

de legalidad. Para ello, se emplearon técnicas como la entrevista y el análisis documental, a fin 

de recoger las percepciones tanto de operadores del Derecho como de los legisladores que 

participaron en los procesos de vacancia presidencial de los mandatarios peruanos en el periodo 

2018-2022. A través de este estudio, se buscò generar un impacto positivo tanto en la sociedad 

como en el sistema democrático, estableciendo criterios claros y objetivos que permitan 

determinar con precisión cuándo la conducta de un presidente debe ser considerada como una 

incapacidad moral permanente que justifique su destitución. 

La delimitación de esta causal es fundamental con el fin de impedir que la destitución del 

presidente de la República se convierta en una herramienta discrecional para cesar al mandatario, 
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asegurando que su aplicación responda a principios jurídicos sólidos y no a intereses políticos 

coyunturales. Asimismo, al definir con exactitud el significado y los límites de la noción de 

incapacidad moral permanente, se pretendió fortalecer la estabilidad institucional, evitando crisis 

recurrentes que debiliten la gobernabilidad. Un marco normativo enfocado en permitir que la 

remoción del jefe del Estado, cuando se presenten situaciones de conducta moralmente 

inaceptable, se realice de manera legítima, transparente y conforme al derecho, lo que a su vez 

contribuirá a la consolidación del respaldo de la población hacia los organismos democráticos y 

hacia la correcta aplicación del orden constitucional. 

1.2. Formulación del problema 

 

1.2.1. Problema general 

¿En qué medida la delimitación del término “incapacidad moral permanente” como causal 

de vacancia presidencial permitirá la prevalencia del principio de legalidad (Huaura, 2018-2022)? 

1.2.2. Problemas específicos 

Pe1: ¿Cuáles son los efectos que produce definir subjetivamente el término “incapacidad 

moral permanente” como causal de vacancia presidencial en la prevalencia del principio de ley 

cierta? 

Pe2: ¿Cuál es la eficacia que produce definir objetivamente el término “incapacidad moral 

permanente” como causal de vacancia presidencial ante la prevalencia del principio de ley 

estricta? 

1.3. Objetivos de la investigación 

 

1.3.1. Objetivo general 

Determinar en qué medida la delimitación del término “incapacidad moral permanente” 

como causal de vacancia presidencial permitirá la prevalencia del principio de legalidad (Huaura, 

2018-2022). 

1.3.2. Objetivos específicos 
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Oe1: Establecer los efectos que produce definir subjetivamente el término “incapacidad 

moral permanente” como causal de vacancia presidencial en la prevalencia del principio de ley 

cierta. 

Oe2: Señalar cuál es la eficacia que produce definir objetivamente el término “incapacidad 

moral permanente” como causal de vacancia presidencial ante la prevalencia del principio de ley 

estricta. 

1.4. Justificación de la investigación 

 

En el ámbito práctico, la presente se justificó en la cantidad de presidentes del Perú que 

fueron vacados durante el periodo 2018 – 2022. Así, encontramos al ex mandatario Pedro Pablo 

Kuczynski que afrontó dos procesos de vacancia bajo la causal de incapacidad moral permanente, 

siendo el último admitido por el Congreso de la República (En adelante CR) el 15 de marzo de 

2018, logrando el respaldo de 87 congresistas, programando el debate y la votación para el día 22 

de marzo del referido año; no obstante, no se llevó a cabo, debido a que los miembros de Fuerza 

Popular hicieron públicos videos y grabaciones en los que se evidenciaba que funcionarios del 

Gobierno, incluido un ministro de Estado, estaban involucrados en negociaciones con el 

legislador de Fuerza Popular Moisés Mamani. Posteriormente, Martín Vizcarra experimentó dos 

intentos de destitución bajo dicha causal: uno que no tuvo éxito y otro que resultó en la destitución 

presidencial, seguido de la toma no reconocida del poder por parte de Manuel Merino, quien 

asumió como mandatario sin legitimidad formal. Más adelante, en el mes de diciembre del año 

2022, la totalidad del Congreso peruano reunido en Pleno, con una mayoría significativa de votos 

(101 a favor, 6 en contra y 10 abstenciones), adoptó la decisión de declarar la incapacidad moral 

permanente del expresidente Pedro Castillo Terrones, su inmediata destitución y, como resultado, 

la aplicación del proceso de sucesión de acuerdo con lo previsto en el artículo 115 de la 

Constitución vigente. Ahora bien, en dichos procesos se dio a denotar el uso de la causal basado 

en motivaciones individuales, cálculos estratégicos y objetivos político-legales que atentan 
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gravemente contra el principio de legalidad (Ulloa, 2022). 

 

Desde un enfoque teórico-conceptual, la presente investigación se estructuró en torno al 

análisis sistemático de las variables de estudio, articulando los diversos aportes doctrinales y 

jurisprudenciales identificados en la revisión bibliográfica especializada. Este proceso de 

indagación académica tuvo como objetivo principal establecer parámetros interpretativos que 

permitan una definición jurídicamente robusta de la controvertida figura de la "incapacidad moral 

permanente", particularmente en lo que concierne a su utilización como causal de destitución 

presidencial. A través de este ejercicio analítico, el estudio pretende ofrecer herramientas 

conceptuales que coadyuven a superar las actuales ambigüedades terminológicas y prácticas que 

rodean la aplicación de este instituto jurídico en el ordenamiento constitucional peruano. 

El desarrollo metodológico de la investigación se orientó hacia la construcción de un 

marco teórico integral que, partiendo de la sistematización de los antecedentes doctrinales, 

lograra establecer puentes conceptuales entre la teoría jurídica y la praxis constitucional. Este 

esfuerzo analítico persigue un doble propósito: por un lado, dotar de mayor precisión técnica a la 

noción de incapacidad moral permanente y, por otro, reforzar los mecanismos de protección del 

principio de legalidad en los procesos de remoción presidencial. La aproximación metodológica 

adoptada permite observar cómo la falta de una delimitación normativa clara de esta figura ha 

generado recurrentes tensiones institucionales, evidenciando la necesidad de desarrollar criterios 

interpretativos objetivos que prevengan aplicaciones discrecionales o arbitrarias de este 

mecanismo excepcional. 

En este contexto, la investigación asume un rol propositivo al plantear una reconstrucción 

conceptual que busca equilibrar las exigencias de seguridad jurídica con las particularidades del 

sistema de gobierno peruano. El análisis realizado trasciende la mera descripción normativa para 

adentrarse en la identificación de estándares aplicativos que, respetando los principios 
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constitucionales, permitan una operativización más previsible y justa de esta causal de vacancia 

presidencial. De esta forma, el estudio contribuye al debate académico-institucional no solo 

mediante la crítica constructiva de las actuales insuficiencias interpretativas, sino también a 

través de la formulación de lineamientos teóricos que refuercen la tutela del Estado de Derecho 

en este delicado ámbito de la praxis constitucional. 

En cuanto a la justificación metodológica de la investigación, esta se sustentó en la 

elección de un enfoque cualitativo, dado que el análisis relacionado con la destitución del 

presidente por causa de incapacidad moral continua requirió una interpretación profunda de su 

aplicación en los últimos años y de los criterios empleados por los legisladores. Asimismo, se 

adoptó un nivel explicativo, ya que el estudio buscó determinar la relación existente entre la falta 

de delimitación del concepto y su impacto en la estabilidad democrática y el principio de 

legalidad. En términos de diseño, se empleó un modelo no experimental y transversal, lo que 

permitió examinar el fenómeno sin manipular variables y a partir de datos recopilados en un 

momento determinado. El estudio se estructuró bajo un procedimiento deductivo, a partir de 

fundamentos del Derecho Constitucional y del respeto a la legalidad, con el objetivo de examinar 

situaciones concretas de remoción presidencial en el contexto peruano. La obtención de 

información se realizó mediante la aplicación de un formulario estructurado de encuestas dirigido 

a expertos en Derecho Constitucional y parlamentarios, permitiendo obtener información 

relevante sobre la interpretación y aplicación del término “incapacidad moral permanente”. 

Finalmente, los datos recopilados fueron analizados mediante el programa estadístico SPSS, lo 

que facilitó la sistematización de los resultados y permitió identificar patrones y tendencias 

respecto a cómo interpretan los participantes implicados en los procedimientos de destitución del 

presidente. 

1.4. Delimitaciones del estudio 

• Delimitación temática: La presente investigación se enmarcó en el campo de las 
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Ciencias Sociales, con un enfoque centrado en el área jurídica, particularmente en el Derecho 

Público. En este contexto, la atención se dirigió al análisis del Derecho Constitucional, 

examinando cómo se regula y aplica la figura de la incapacidad moral permanente como motivo 

para declarar la vacancia del cargo presidencial. El análisis se centró en examinar cómo esta 

figura jurídica ha sido interpretada y utilizada en el marco constitucional peruano, identificando 

sus implicancias en la estabilidad política e institucional del país. Asimismo, se buscó determinar 

en qué medida la falta de una delimitación clara del concepto puede afectar el principio de 

legalidad y, en consecuencia, la seguridad jurídica dentro del sistema democrático. A través de 

este estudio, se pretendió aportar una base teórica y argumentativa que contribuya a la 

consolidación de un marco normativo más preciso, evitando interpretaciones arbitrarias que 

puedan comprometer el equilibrio entre los poderes del Estado y la gobernabilidad del país. 

• Delimitación espacial: La investigación se ejecutó en la ciudad de Huacho, siendo este el 

espacio geográfico donde se aplicaron las técnicas de recolección de datos sobre la muestra 

seleccionada. La elección de Huacho como lugar de estudio responde a la necesidad de contar 

con un contexto específico en el que se pueda analizar la percepción y comprensión de la causal 

de incapacidad moral permanente dentro del marco constitucional peruano. En este lugar, se 

realizó la obtención de datos mediante la aplicación de encuestas dirigidas a profesionales del 

ámbito jurídico, quienes brindaron sus opiniones y perspectivas sobre la vacancia presidencial 

en el país. Este enfoque territorial permitió obtener datos concretos y representativos que 

contribuyeron al desarrollo del análisis y la formulación de conclusiones basadas en la realidad 

jurídica y política del Perú. 

• Delimitación Temporal: El estudio se centró en los años 2018 y 2022, dado que durante 

este lapso se registró la mayor cantidad de procesos de vacancia presidencial en el Perú bajo la 

causal de incapacidad moral permanente. Este marco temporal resulta especialmente relevante, 

pues permite analizar con mayor profundidad la aplicación e interpretación de esta figura 
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constitucional en un contexto político caracterizado por la inestabilidad y el uso frecuente del 

mecanismo de vacancia. A través del análisis de los casos de vacancia ocurridos en dicho período, 

la investigación busca identificar patrones, criterios utilizados por el Congreso para fundamentar 

la destitución de los mandatarios y los efectos que estas decisiones han tenido en la estabilidad 

del sistema democrático. Además, se pretende evaluar en qué medida la ausencia de una 

delimitación clara del término "incapacidad moral permanente" ha influido en la discrecionalidad 

con la que se ha aplicado esta causal, lo que ha generado cuestionamientos sobre la prevalencia del 

principio de legalidad en estos procesos. 

• Delimitación Poblacional: La población de estudio de esta investigación fue compuesta 

por dos grupos principales. En primer lugar, se consideraron los abogados del Ilustre Colegio de 

Abogados de Huaura al año 2022. Este grupo resulta fundamental, dado que su formación jurídica 

y experiencia en el ámbito del Derecho Constitucional y Público les permite aportar una 

perspectiva técnica y especializada sobre la delimitación del término "incapacidad moral 

permanente" como causal de vacancia presidencial. A través de sus opiniones y análisis, se busca 

obtener una comprensión más profunda sobre la aplicación de este mecanismo dentro del marco 

constitucional y su coherencia con el principio de legalidad. En segundo lugar, se incluyó como 

parte de la población de estudio los pronunciamientos oficiales emitidos por los congresistas en 

relación con la causal de incapacidad moral permanente en los procesos de vacancia presidencial 

desarrollados entre los años 2018 y 2022. La revisión y análisis de estos pronunciamientos 

permitió identificar los argumentos utilizados por los legisladores para fundamentar la vacancia 

de los mandatarios, así como las tendencias interpretativas que han guiado la aplicación de esta 

figura constitucional. 
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CAPÍTULO II MARCO TEÓRICO 

 

2.1. Antecedentes de la investigación 

 

2.1.1. Antecedentes internacionales 

València (2015) en su estudio titulado: “El juicio político por mal desempeño de 

funciones como moción de censura. La destitución de Lugo” publicado en la Revista: “XI 

Jornadas de Sociología” de la Universidad de Buenos Aires, bajo una investigación de tipo 

descriptiva, llegó a la conclusión que, es en este criterio de oportunidad donde la causal de mal 

desempeño de funciones encuentra un terreno fértil, dado que es "excesivamente abstracta e 

imprecisa". Además, no debería convertirse en una cláusula tan amplia que permita cualquier 

tipo de censura, sino que debe interpretarse de manera restrictiva y con el máximo rigor. De lo 

contrario, se corre el riesgo de que cualquier acción que contradiga opiniones partidistas pueda 

ser utilizada como motivo para su aplicación. 

De igual forma, Londoño (2019) en su artículo de investigación titulado: “Los juicios 

políticos en América Latina: Reflexiones sobre el caso colombiano” publicada en la Revista 

Teoría y Derecho, analizó aspectos claves sobre los juicios políticos y la democracia según las 

constituciones de América Latina, para luego centrarse en la legislación colombiana. Luego de 

un análisis exhaustivo llegó a la conclusión que, en el ámbito político, las decisiones adoptadas 

no siempre responden a criterios jurídicos estrictos, sino que suelen estar condicionadas por 

factores políticos, como la filiación partidaria de quien es sometido al proceso —especialmente 

en el caso del presidente o vicepresidente—. Esta circunstancia influye directamente en las 

decisiones que adopta el Congreso respecto a la investigación, acusación, admisión o sanción, 

comprometiendo así la neutralidad del órgano juzgador y dificultando que se emita un fallo 

imparcial sustentado en nociones flexibles como el interés público o el bienestar colectivo. 

La conclusión expuesta pone en evidencia una de las principales críticas que se hacen al 

mecanismo del juicio  político: su falta de estricta juridicidad y su permeabilidad  a 



15 
 

 

 

 

consideraciones de índole política que comprometen la imparcialidad del proceso. Si bien el juicio 

político es, por naturaleza, un procedimiento en el que confluyen elementos tanto jurídicos como 

políticos, la ausencia de un estándar claro y riguroso que guíe su aplicación puede derivar en 

decisiones arbitrarias, influenciadas por factores ajenos a la legalidad y al debido proceso. Uno 

de los puntos más preocupantes que se destaca en la conclusión es el peso que tiene la afiliación 

partidaria del acusado en la decisión de los congresistas. En sistemas donde la vacancia 

presidencial o el impeachment no están delimitados por criterios jurídicos estrictos, sino por 

nociones ambiguas como el "interés general" o el "bien común", el desenlace del proceso puede 

verse determinado más por la correlación de fuerzas políticas que por la existencia de una falta 

grave atribuible al mandatario. 

Esto genera un escenario donde el juicio político deja de ser un mecanismo de control 

constitucional para convertirse en una herramienta de lucha partidaria y de intereses estratégicos 

dentro del CR. En el caso del Perú, la aplicación de la vacancia presidencial por incapacidad 

moral permanente ha evidenciado justamente esta problemática. La falta de una definición clara 

del concepto ha permitido que el CR interprete de manera discrecional qué constituye 

"incapacidad moral", habilitando la posibilidad de que la decisión de destituir a un presidente 

responda más a coyunturas políticas que a razones objetivas y verificables. El resultado es la 

generación de un clima de inestabilidad institucional, donde la vacancia presidencial deja de ser 

una medida excepcional para convertirse en un recurso de uso recurrente, debilitando la 

confianza en el sistema democrático. Además, la conclusión menciona un aspecto clave: la 

imparcialidad del juez político. 

A diferencia del juez ordinario, cuya actuación debe estar regida por normas y principios 

jurídicos bien definidos, el juez político (es decir, los congresistas) se encuentra influenciado por 

intereses partidarios, presiones externas y estrategias de poder. En este contexto, la falta de 

criterios objetivos para evaluar la conducta del enjuiciado impide una decisión realmente 
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imparcial y fundamentada en el derecho. Por lo tanto, el problema no radica solo en la existencia 

del juicio político como mecanismo de control, sino en la ambigüedad de los parámetros que 

guían su aplicación. Una posible solución sería reformar el marco normativo para delimitar de 

manera más precisa las causales que justifican la destitución de un mandatario, estableciendo 

estándares claros que reduzcan la discrecionalidad política y garanticen decisiones basadas en 

principios jurídicos sólidos. Solo de esta manera se podrá evitar que el juicio político se convierta 

en un instrumento de manipulación y asegurar que cumpla su verdadera función dentro del Estado 

de derecho. 

2.1.2. Antecedentes nacionales 

Montoya (2023) en su tesis denominada: “Reforma constitucional del art. 113 inciso 2 

que regula la vacancia por incapacidad moral” presentada ante la Universidad Privada Antenor 

Orrego, para optar el grado de Maestro en Derecho con Mención en Derecho Constitucional, tuvo 

como objetivo general examinar de qué manera una eventual reforma constitucional del artículo 

113, inciso segundo —que establezca requisitos concretos en el proceso de destitución 

presidencial por incapacidad moral permanente— podría generar efectos en el contexto peruano. 

En cuanto a la metodología empleada, la investigación se enmarcó dentro de un enfoque 

descriptivo, recurriendo a los métodos jurídicos doctrinal, exegético e histórico. 

El autor concluye en que la falta de claridad en los alcances y las implicancias políticas 

de la figura de la incapacidad moral como causal de destitución presidencial genera serias 

incertidumbres que afectan la estabilidad institucional y democrática del país. 

Como bien se señala, ni la Constitución ni la legislación han desarrollado con precisión 

los elementos esenciales que deberían delimitar esta figura, lo que deja amplios márgenes de 

interpretación que pueden derivar en usos arbitrarios y estratégicos del mecanismo de vacancia. 

En primer lugar, la ausencia de una definición concreta sobre el mencionado supuesto es uno de 

los principales problemas. Dado que el concepto de "moralidad" es subjetivo y puede variar 
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dependiendo del contexto político y social, su aplicación sin criterios objetivos permite que se 

convierta en un arma política más que en un mecanismo de control legítimo. 

En la práctica, esto ha llevado a que la causal se invoque en contextos donde el Congreso 

busca deshacerse de un presidente con el que no concuerda políticamente, en lugar de estar 

reservada para situaciones verdaderamente graves que comprometan el orden constitucional o la 

gobernabilidad del país. El segundo aspecto problemático es la falta de previsión normativa sobre 

los efectos inmediatos y mediatos de la declaración de incapacidad moral. Aunque en términos 

generales la vacancia implica la salida del presidente del cargo, las consecuencias políticas y 

jurídicas de esta decisión van más allá de la simple sucesión presidencial. Por ejemplo, la falta 

de legitimidad de algunas destituciones genera inestabilidad política, crisis institucional y 

cuestionamientos por parte de la ciudadanía y la comunidad internacional. Además, no se ha 

determinado si la declaración de incapacidad moral permanente tendría efectos posteriores en la 

carrera política del destituido, ni si se puede revertir en caso de que el Congreso haya actuado de 

manera abusiva. 

Finalmente, el tercer punto señalado es de vital importancia: las garantías procesales que 

debe tener el presidente sometido a un proceso de vacancia por incapacidad moral. En un Estado 

de derecho, cualquier proceso que implique la destitución de una autoridad electa 

democráticamente debe cumplir con principios fundamentales como el debido proceso, el 

derecho a la defensa y la presunción de inocencia. Sin embargo, en la realidad peruana, la 

vacancia presidencial se ha llevado a cabo en plazos sumamente cortos, sin una adecuada 

oportunidad de defensa para el mandatario, lo que refuerza la percepción de que se trata de un 

mecanismo arbitrario y discrecional. Por todo lo expuesto, es urgente que se realicen reformas 

constitucionales y legislativas que establezcan criterios objetivos, límites claros y procedimientos 

garantistas para la aplicación de la incapacidad moral permanente como causal de vacancia. De 

lo contrario, seguirá siendo un instrumento político de desestabilización en lugar de un recurso 
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legítimo para preservar la institucionalidad democrática del país. 

 

En esa misma línea de interpretación, Ulloa (2022) en su investigación titulada: “La 

carente regulación jurídica de la vacancia presidencial por incapacidad moral permanente en el 

sistema presidencial peruano”, presentada ante la Universidad Peruana Los Andes, para optar el 

grado académico de Doctora en Derecho, consideró como objetivo general: Entender las 

consecuencias resultantes de la falta de una normativa legal adecuada sobre la destitución del 

presidente por motivos de incapacidad moral permanente en el sistema presidencial del Perú. 

En cuanto al enfoque metodológico, la investigación se enmarcó en un estudio de tipo 

básico, con un nivel explicativo y un diseño no experimental de corte transversal. La muestra 

estuvo conformada por 86 participantes, entre ellos magistrados y abogados de la Corte Superior 

de Justicia de Junín, a quienes se les aplicó una encuesta como instrumento para recopilar la 

información necesaria. 

El autor llegó a la conclusión de que uno de los principales problemas que presenta la 

figura de la vacancia presidencial por la causal de "incapacidad moral permanente" se origina en 

la forma ambigua e imprecisa en que este concepto fue plasmado en la Constitución Política 

del Perú de 1993. Dicha Carta Magna fue elaborada por el Congreso Constituyente Democrático 

en 1992, en un contexto de transición política y sin una clara delimitación conceptual respecto a 

esta causal. La falta de una definición concreta y normativa del término "incapacidad moral 

permanente" ha provocado que esta cláusula sea objeto de múltiples interpretaciones por parte 

del Congreso, muchas veces motivadas por consideraciones políticas antes que jurídicas. En 

consecuencia, esta ambigüedad ha abierto la puerta a que su aplicación sea altamente discrecional 

y se aleje de criterios técnicos o jurídicos objetivos, generando así un clima de inestabilidad 

institucional. En vez de constituirse como un mecanismo jurídico sólido y excepcional para 

proteger el orden democrático, esta figura ha terminado siendo utilizada como un instrumento de 

presión o sanción política, dependiendo del momento y de la correlación de 
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fuerzas en el Parlamento. 

 

Desde un enfoque estrictamente constitucional, cualquier norma que prevea la posibilidad 

de destituir a una autoridad investida por el voto popular —y en especial, al presidente de la 

República, por su alta investidura— debe ser regulada con rigurosidad y precisión, mediante 

disposiciones que establezcan de manera inequívoca los supuestos en los que puede aplicarse. Ello 

es necesario para garantizar el respeto a los principios fundamentales del Estado de derecho, tales 

como la legalidad y la seguridad jurídica. En este sentido, el artículo 113, inciso 2 de la 

Constitución, al referirse a la vacancia por "incapacidad moral permanente", no proporciona 

criterios ni condiciones objetivas que delimiten su aplicación, lo que habilita al Congreso a hacer 

una interpretación abierta, sujeta a valoraciones subjetivas que pueden variar de acuerdo con los 

intereses políticos del momento. Esta indeterminación normativa debilita el principio de 

legalidad, el cual exige que todas las normas jurídicas, especialmente las que conllevan sanciones 

o consecuencias tan graves como la destitución de un presidente, sean claras, precisas y 

previsibles en su aplicación. Cuando ello no ocurre, el uso de dicha figura termina dependiendo 

de la voluntad o conveniencia de los actores políticos involucrados, lo que representa una 

amenaza seria para la estabilidad democrática y para la institucionalidad del país. La indefinición 

del concepto de incapacidad moral permanente ha facilitado que el Congreso, en varias 

oportunidades, lo utilice como un mecanismo de control político más que como una herramienta 

de protección institucional. Esto ha generado escenarios de inestabilidad política, donde la 

vacancia presidencial ha sido invocada en contextos de crisis entre el Ejecutivo y el Legislativo, 

sin que existan elementos jurídicos sólidos que justifiquen su aplicación. Como resultado, el país 

ha experimentado sucesivos cambios de gobierno en cortos periodos, debilitando la democracia 

y generando desconfianza en las instituciones. Además, la falta de precisión en la norma 

constitucional ha permitido que el concepto de incapacidad moral se utilice para valorar aspectos 

subjetivos del comportamiento del presidente, en lugar de referirse a 
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condiciones médicas o jurídicas que realmente impidan el ejercicio del cargo. En ese sentido, se 

ha transformado en un mecanismo que puede ser empleado con fines estratégicos por parte de 

grupos parlamentarios, quebrantando la democracia sustancial de un Estado Constitucional de 

Derecho. 

Por ello, se hace imprescindible una reforma constitucional que precise de manera clara 

y objetiva en qué casos procede la vacancia presidencial por incapacidad moral permanente. Esta 

reforma debería establecer criterios específicos que delimiten su aplicación, así como garantizar 

un debido proceso que evite la arbitrariedad en su uso. Solo de esta manera se podrá asegurar que 

este mecanismo no continúe siendo un factor de inestabilidad política y que, en su lugar, funcione 

como una herramienta legítima de preservación del orden democrático y constitucional. 

Finalmente, Rodríguez (2021) en su tesis titulada: “Análisis de la aplicación de la causal 

de vacancia por permanente incapacidad moral del Presidente de la República en el Estado 

Constitucional Peruano” presentada ante la Universidad San Martín de Porres, para optar el grado 

académico de Maestro en Derecho Constitucional, tuvo como objetivo general: Demostrar que 

en el Estado Constitucional, la razón para destituir al presidente de la República, conocida como 

"incapacidad moral permanente", el hecho de que un presidente cometa actos considerados como 

reprochables desde el punto de vista ético o moral no debería, por sí solo, constituir una causal 

directa e inmediata para su destitución mediante el mecanismo de vacancia presidencial. Ello se 

debe a que tales actos, por su propia naturaleza, se enmarcan más adecuadamente dentro del 

ámbito de un juicio político, el cual requiere ser tramitado mediante el procedimiento previsto 

para la acusación constitucional. Este procedimiento, como todo acto de relevancia constitucional, 

debe estar guiado por los principios fundamentales del derecho, tales como la razonabilidad y la 

proporcionalidad, así como por el respeto irrestricto al debido proceso. De esta forma, se evitaría 

que valoraciones subjetivas o interpretaciones oportunistas deriven en decisiones que 

comprometan la estabilidad democrática del país. En consecuencia, no debe confundirse la 
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evaluación política de una conducta con los mecanismos jurídicos de sanción establecidos 

constitucionalmente. 

En ese sentido, se propone conservar únicamente la figura de la incapacidad de carácter 

mental como una causa válida para proceder a la vacancia presidencial. A diferencia del concepto 

ambiguo de “incapacidad moral permanente”, la incapacidad mental puede ser determinada 

mediante criterios médicos, objetivos y verificables, lo que permitiría evitar interpretaciones 

arbitrarias o uso político de esta disposición. 

En cuanto a la metodología adoptada en la investigación, el análisis fue desarrollado bajo 

un enfoque jurídico-dogmático, el cual se fundamenta en el examen sistemático de fuentes 

normativas, doctrinales y jurisprudenciales. A través de este enfoque, se procedió a revisar 

documentación relevante para identificar el origen del término "incapacidad moral permanente", 

así como las circunstancias históricas y políticas que influyeron en su formulación y aplicación. 

Esta revisión permitió evidenciar que la ausencia de una definición normativa precisa ha 

propiciado el uso instrumental de la figura por parte del Congreso, desnaturalizando su sentido 

original. 

El estudio también llevó al autor a establecer que cualquier conducta presidencial que 

pretenda ser calificada como inmoral y, por tanto, invocada como motivo de vacancia, debe reunir 

una serie de características sustantivas. En primer lugar, dicha conducta debe poseer un carácter 

persistente en el tiempo, lo que implica que no puede tratarse de hechos aislados, fortuitos o de 

menor gravedad. En caso de no ser reiterada, la acción debería al menos tener un impacto tan 

severo que sus efectos sean prolongados y afecten de forma directa el orden institucional. 

Además, tales actos deben incidir de manera profunda en la integridad simbólica y funcional de 

la Presidencia de la República, debilitando su legitimidad ante los ojos de la ciudadanía. Este 

deterioro de la imagen presidencial, cuando alcanza niveles significativos, puede menoscabar la 

confianza depositada por la población a través de elecciones democráticas, lo que finalmente 
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incide negativamente en la gobernabilidad y estabilidad política del país. 

 

2.2. Bases teóricas 

 

2.2.1. Delimitación del término “incapacidad moral permanente” como causal de vacancia 

presidencial 

2.2.1.1. Etimología de ética y moral 

Un examen detallado de los orígenes lingüísticos de las nociones de "ética" y "moral" 

proporciona valiosas claves para entender las divergencias conceptuales que han caracterizado 

su tratamiento en la tradición filosófica occidental. La palabra "ética" tiene su génesis en el 

vocablo griego "ethos", el cual en su acepción original denotaba el espacio vital habitado por una 

comunidad, pero que posteriormente evolucionó para significar el carácter o disposición 

permanente que define la conducta individual. Este matiz semántico resulta particularmente 

relevante, pues revela cómo el pensamiento helénico concibió inicialmente la ética como un 

proceso de autoformación en el que el sujeto, mediante el ejercicio de la razón y la voluntad, 

configura su propio modo de ser. Aristóteles, en su Ética a Nicómaco, profundizó esta 

concepción al establecer que la virtud ética (ethikē aretē) emerge de la habituación consciente a 

actuar conforme a la razón, destacando así el componente personal y reflexivo que subyace a este 

concepto. Por otro lado, el término "moral" encuentra su raíz en la expresión latina "mores", que 

alude directamente a las costumbres, usos y normas compartidas por un colectivo social. A 

diferencia de la perspectiva griega centrada en la autodeterminación individual, la noción romana 

de moral enfatizaba el aspecto convencional y normativo del comportamiento humano, 

estableciendo un vínculo directo con los sistemas de reglas sancionados por la tradición y la 

autoridad comunitaria. Cicerón, en sus tratados filosóficos, ejemplificó esta visión al traducir el 

concepto aristotélico de ethos como mores, introduciendo así un matiz sociocultural que 

originalmente estaba menos presente en la reflexión griega. Esta transposición lingüística marcó 

un punto de inflexión en la historia de las ideas, generando una tensión conceptual entre la 

dimensión personal de la ética y el carácter colectivo de la moral que perdura hasta la 
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contemporaneidad. La persistencia de esta dicotomía etimológica ha tenido profundas 

repercusiones en el desarrollo del pensamiento filosófico y en la configuración del discurso 

académico actual. Por una parte, numerosos autores modernos han intentado preservar la 

distinción original, reservando el término "ética" para referirse a la reflexión crítica sobre los 

principios que deben guiar la acción humana, mientras que emplean "moral" para designar el 

conjunto concreto de normas vigentes en una sociedad determinada. No obstante, esta 

diferenciación terminológica no ha estado exenta de problemas, pues en la práctica ambos 

conceptos frecuentemente se superponen y se utilizan de manera intercambiable, especialmente 

en contextos no académicos. Esta ambigüedad conceptual plantea importantes desafíos para la 

teoría moral contemporánea, que debe navegar entre el rigor terminológico heredado de la 

tradición filosófica y las demandas de claridad que exige el debate público actual sobre los 

fundamentos de la convivencia social. 

La concepción académica tradicional que establece una oposición binaria entre ética - 

entendida como marco teórico- y moral -considerada como aplicación práctica- ha gozado de 

amplia aceptación en el ámbito universitario durante décadas. No obstante, esta visión 

simplificadora ha sido sometida a un riguroso escrutinio crítico en los últimos años, 

particularmente por su falta de precisión terminológica y su escasa utilidad analítica. Cabe señalar 

que el propio lenguaje especializado de la filosofía dispone de formulaciones más adecuadas 

como "teoría moral", "reflexión moral sistemática" o "filosofía moral normativa", que permiten 

abordar la dimensión especulativa sin necesidad de crear una falsa antítesis con el concepto de 

moral. Esta observación pone en evidencia cómo la distinción convencional frecuentemente 

genera más confusión que claridad conceptual, especialmente cuando se analizan sistemas 

filosóficos complejos donde los límites entre reflexión teórica y praxis normativa resultan 

particularmente difusos. Desde una perspectiva alternativa, el materialismo filosófico propone 

un marco categorial más riguroso para diferenciar estos conceptos, basado en criterios 
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contextuales y operativos más que en la simplista división teoría/práctica. 

 

En este esquema analítico, la ética se sitúa en el ámbito de los contextos distributivos, es 

decir, aquellos espacios de acción donde prima la autonomía individual y la capacidad del sujeto 

para determinar sus propias normas de conducta mediante procesos de deliberación racional. Este 

enfoque enfatiza el carácter autónomo y autorreflexivo de la dimensión ética, donde el individuo 

no simplemente aplica normas externas, sino que las examina críticamente y las reconstruye 

desde su propia perspectiva valorativa. La moral, por contraposición, se inscribe en los contextos 

atributivos caracterizados por sistemas normativos preestablecidos, códigos colectivos de 

conducta y mecanismos institucionales de sanción y aprobación social. En este marco, las normas 

morales operan como estructuras prescriptivas que trascienden la voluntad individual y se 

imponen como patrones de comportamiento socialmente validados. Esta reformulación 

conceptual presenta varias ventajas analíticas respecto al modelo tradicional. 

En primer lugar, permite superar la engañosa identificación de la ética con lo meramente 

especulativo y la moral con lo práctico, mostrando cómo ambos dominios contienen dimensiones 

teóricas y aplicadas. En segundo término, ofrece herramientas más precisas para examinar las 

complejas interacciones entre autonomía individual y heteronomía social en la configuración de 

los sistemas normativos. Finalmente, este enfoque resulta particularmente fértil para analizar 

situaciones contemporáneas donde los límites entre lo personal y lo social se vuelven porosos, 

como ocurre en los debates sobre bioética, ética aplicada o moralidad pública en sociedades 

pluralistas. La distinción propuesta por el materialismo filosófico, lejos de ser una mera cuestión 

terminológica, constituye un valioso instrumento teórico para abordar los desafíos normativos 

de las sociedades complejas actuales, donde las tradiciones morales heredadas entran en 

constante tensión con las éticas autónomas emergentes. 

Desde una perspectiva más profunda y contemporánea, es posible replantear la clásica 

dicotomía entre la ética y la moral, no como esferas antagónicas o irreconciliables 
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—una de carácter teórico y la otra eminentemente práctica—, sino como dimensiones 

complementarias dentro del entramado de la vida humana. Este enfoque propone dejar atrás la 

rigidez conceptual que históricamente ha separado ambos términos, para centrarse en cómo cada 

uno contribuye, desde su particularidad, a la configuración de las relaciones interpersonales y 

sociales. Por un lado, la ética se concibe como una reflexión íntima y personal que gira en torno 

al desarrollo autónomo del individuo, a través de la formación de convicciones propias, 

principios y valores que orientan sus decisiones en la vida cotidiana. Por otro lado, la moral 

representa el conjunto de normas, costumbres y convenciones sociales que emergen del consenso 

comunitario y que regulan la convivencia en un determinado contexto cultural o histórico. 

Este reconocimiento mutuo entre ética y moral implica una interacción constante entre lo 

individual y lo colectivo, entre la introspección filosófica y la práctica normativa. La ética, 

aunque nacida de una deliberación personal, no se aísla de la realidad concreta; al contrario, se 

manifiesta en la elección de acciones y comportamientos que, aunque libres, están en diálogo con 

las normas sociales. De igual forma, la moral no debe reducirse a un repertorio de reglas impuestas 

externamente, sino que también puede ser objeto de cuestionamiento, revisión crítica y 

reformulación desde postulados éticos. En este sentido, tanto la ética como la moral contienen 

componentes prácticos y teóricos, personales y sociales, que se entrelazan en la dinámica 

constante del actuar humano. Esta mirada integradora permite comprender que ambas categorías 

no se excluyen, sino que, al contrario, se enriquecen mutuamente en la compleja tarea de orientar 

la conducta humana en busca del bien individual y colectivo. 

En conclusión, el análisis etimológico e histórico de estos conceptos permite comprender 

mejor su aplicación en diferentes contextos. La crítica a la tradicional distinción entre ética como 

teoría y moral como práctica es válida en la medida en que se puede lograr una diferenciación 

más precisa basada en su función dentro de las relaciones humanas. Así, en lugar de una 

dicotomía rígida, se debe reconocer la interdependencia entre ambos términos, lo que 



26 
 

 

 

 

permite un enfoque más matizado y realista sobre la forma en que los individuos y las sociedades 

regulan su comportamiento. 

2.2.1.2. Definición de incapacidad moral permanente 

El estudio realizado por García (2013) sobre la figura de la incapacidad moral permanente 

como causal de vacancia presidencial revela una contradicción estructural en el diseño 

institucional del presidencialismo peruano. El modelo constitucional, que teóricamente garantiza 

la estabilidad del mandato ejecutivo durante el período establecido en la Carta Magna, se ve 

socavado por la incorporación de un supuesto de destitución basado en criterios indeterminados. 

Esta ambivalencia normativa genera una tensión irresoluble entre dos principios fundamentales 

del sistema: por un lado, la necesaria continuidad del Ejecutivo como garantía de gobernabilidad 

democrática; y por otro, el controvertido mecanismo de fiscalización parlamentaria que, al 

carecer de parámetros objetivos, puede convertirse en un instrumento de lucha política antes que 

en una auténtica salvaguarda institucional. La problemática central que identifica el análisis 

citado radica en la naturaleza esencialmente subjetiva de esta causal de vacancia. A diferencia 

de otros supuestos claramente tipificados en el artículo 113 de la Constitución Política del Perú 

- como la muerte, la renuncia o la condena por delito doloso-, la incapacidad moral permanente 

no se sustenta en hechos jurídicamente verificables, sino en una apreciación política discrecional 

por parte del órgano legislativo. Esta vaguedad conceptual ha dado pie a interpretaciones 

expansivas que, en la práctica histórica, han permitido que el Congreso ejerza una suerte de juicio 

político encubierto, sin necesidad de sujetarse a los rigurosos requisitos procesales que 

normalmente exigen este tipo de procedimientos en sistemas presidencialistas comparados. El 

resultado ha sido la creación de un peligroso precedente que vulnera el principio de separación 

de poderes al permitir que la representación legislativa pueda remover al titular del Ejecutivo 

mediante argumentaciones morales elásticas y carentes de fiscalización jurisdiccional efectiva. 

Las implicaciones de este diseño institucional defectuoso trascienden el ámbito jurídico para 

afectar la propia estabilidad del sistema democrático. Como advierte García (2013), la 
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persistencia de esta figura ambigua en el texto constitucional genera un permanente estado de 

incertidumbre política que debilita la autoridad del Poder Ejecutivo y fomenta la confrontación 

entre los poderes del Estado. Cada vez que se invoca esta causal, se activa un mecanismo de 

crisis institucional donde priman los cálculos políticos coyunturales sobre las consideraciones de 

interés general. Esta situación resulta particularmente preocupante en contextos de 

fragmentación parlamentaria y polarización política, donde la amenaza de vacancia presidencial 

puede convertirse en un recurso habitual de oposición obstruccionista. La experiencia histórica 

reciente demuestra cómo la flexibilidad interpretativa de la incapacidad moral permanente ha 

sido instrumentalizada para fines distintos a los originalmente previstos por el constituyente, 

erosionando progresivamente los equilibrios básicos que deberían garantizar el normal 

funcionamiento del régimen democrático. 

Al contrastar la figura de la incapacidad moral permanente con otras causales de vacancia 

presidencial previstas en el ordenamiento constitucional peruano, se evidencia una asimetría 

fundamental en su naturaleza jurídica y en los criterios para su aplicación. Las causales 

tradicionales -como el fallecimiento del mandatario, la renuncia debidamente aceptada, la 

ausencia injustificada del territorio nacional o la incapacidad física permanente- presentan un 

carácter objetivo y verificable mediante pruebas concretas. Estas hipótesis están delimitadas 

por elementos fácticos medibles que permiten una aplicación técnica, reduciendo al mínimo 

la discrecionalidad en su interpretación. Sin embargo, la incapacidad moral se distingue por su 

carácter esencialmente valorativo, al depender de una construcción interpretativa que carece de 

parámetros jurídicos precisos, lo que la convierte en una figura excepcional dentro del catálogo 

de causales de terminación anticipada del mandato presidencial. 

Esta diferencia sustancial en el diseño normativo genera serias implicaciones para el 

equilibrio institucional. Mientras las demás causales operan como mecanismos automáticos o 

requieren la verificación de condiciones objetivas, la declaración de incapacidad moral implica 



28 
 

 

 

 

necesariamente un juicio político por parte del CR. El problema radica en que, al no existir una 

definición constitucional o legal que precise los alcances de esta figura, cada aplicación se 

transforma en un proceso ad hoc donde predominan consideraciones subjetivas antes que 

criterios jurídicos preestablecidos. Esta ambigüedad deliberada en la redacción constitucional 

permite que el legislativo asuma funciones cuasi- jurisdiccionales sin someterse a estándares 

probatorios rigurosos, vulnerando así el principio de taxatividad que debería regir las causales 

de remoción del máximo representante del Ejecutivo. 

Las consecuencias de este diseño institucional defectuoso son profundamente lesivas 

para el sistema democrático. Por un lado, socava la seguridad jurídica al crear una causal abierta 

cuya aplicación depende de mayorías circunstanciales en el CR. Por otro, distorsiona la 

separación de poderes al permitir que el Legislativo ejerza un control político discrecional sobre 

el Ejecutivo sin los contrapesos propios de un auténtico juicio político. La experiencia comparada 

en sistemas presidencialistas muestra que mecanismos similares -cuando existen- suelen estar 

acompañados de procedimientos especiales y definiciones precisas que limitan su uso arbitrario. 

La persistencia de esta figura en su formulación actual convierte a la incapacidad moral 

permanente en un instrumento de inestabilidad política más que en una garantía institucional, 

debilitando la gobernabilidad democrática y fomentando la confrontación entre poderes del 

Estado. 

 

El planteamiento que sostiene que la expresión “incapacidad moral” debe ser 

comprendida, en su origen, como una forma de incapacidad mental —teniendo en cuenta su 

inclusión en el texto constitucional de 1839— adquiere una relevancia significativa en el debate 

contemporáneo sobre la necesidad de clarificar este concepto jurídico. Esta interpretación 

histórica sugiere que, más allá de su connotación ética o valorativa, la "incapacidad moral" habría 

estado vinculada a una condición cognitiva o psíquica que limitaba sustancialmente la capacidad 

del individuo para ejercer con plenitud funciones públicas. Bajo esta óptica, la causal de vacancia 
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presidencial no tendría un carácter subjetivo ni discrecional, sino que se asimilaría a otras 

situaciones objetivas e inequívocas, como las discapacidades físicas o neurológicas que 

incapacitan a una persona para cumplir con sus funciones constitucionales. De aceptarse esta 

interpretación, el uso político de esta figura constitucional se vería restringido, ya que la vacancia 

por incapacidad moral permanente se fundamentaría en pruebas médicas o peritajes técnicos, y 

no en apreciaciones valorativas o en la volatilidad del escenario político. No obstante, la 

implementación efectiva de esta visión reinterpretativa enfrenta importantes desafíos. 

En primer lugar, requeriría un consenso sólido entre la doctrina jurídica, que permita 

sentar las bases teóricas de dicha equivalencia entre moral e incapacidad mental. En segundo 

lugar, y más importante aún, demandaría una reforma constitucional formal que delimite con 

precisión el contenido, los criterios de aplicación y el procedimiento específico para invocar 

dicha causal. Solo a través de esta modificación expresa se podría garantizar seguridad jurídica 

y evitar interpretaciones arbitrarias que distorsionen el espíritu del texto constitucional original. 

Por tanto, aunque la referencia histórica abre una vía de reflexión relevante, su concreción 

normativa exige un compromiso político y jurídico sustancial para dotar de claridad y 

legitimidad al orden constitucional vigente. 

La permanencia de la causal de incapacidad moral en los términos actuales representa 

una vulnerabilidad para el modelo presidencialista peruano, al permitir la destitución del jefe de 

Estado sobre la base de criterios no definidos en la Constitución ni en la ley. La ausencia de 

parámetros objetivos para su aplicación compromete la seguridad jurídica y la estabilidad 

democrática, por lo que es necesario un debate profundo sobre su reforma. La propuesta de 

entender incapacidad moral como incapacidad mental podría ser una alternativa para dotarla de 

mayor certeza, aunque esto implicaría revisar su fundamento histórico y adecuarlo a un contexto 

constitucional más preciso y garantista. 

La postura de Sánchez (2003) sobre la moralidad en la política plantea un enfoque 
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pragmático en el que la inmoralidad solo puede ser evaluada en función de la transgresión de 

normas jurídicas. Este argumento es particularmente relevante en el análisis de la causal de 

incapacidad moral permanente como motivo de vacancia presidencial, pues su aplicación actual 

se basa en una noción abstracta y subjetiva de la moralidad, lo que permite que su interpretación 

varíe según los intereses políticos de los actores involucrados. Si se acepta la premisa de que la 

moralidad en la política solo adquiere relevancia cuando se traduce en el cumplimiento o 

incumplimiento de normas jurídicas, entonces la causal de incapacidad moral permanente 

debería estar sustentada en hechos jurídicamente verificables y no en apreciaciones subjetivas de 

los congresistas. 

El concepto de “moralización necesaria” que menciona Sánchez implica que la gestión 

política debe ajustarse a estándares mínimos de ética y legalidad, pero no necesariamente a un 

ideal de moralidad absoluta. Este planteamiento refuerza la idea de que el Derecho y la 

jurisprudencia son las herramientas adecuadas para concretar y garantizar la moralidad en la 

política. En este sentido, la vacancia presidencial por incapacidad moral debería estar vinculada 

a la transgresión de normas legales específicas y no a juicios de valor sobre la conducta del 

mandatario. La falta de una definición clara del término “incapacidad moral” ha permitido que se 

utilice como una herramienta política en el CR, afectando la estabilidad institucional del país. 

Desde una perspectiva jurídica, la idea de que la moralidad en la política se traduce en el 

cumplimiento de la legalidad respalda la necesidad de reformular la causal de incapacidad moral 

en la Constitución peruana. De lo contrario, su ambigüedad continuará generando incertidumbre 

y debilitando el sistema presidencialista. Si la vacancia presidencial debe responder a parámetros 

objetivos, entonces es imprescindible que el concepto de moralidad empleado en este contexto 

se alinee con principios jurídicos verificables, evitando interpretaciones discrecionales que 

puedan socavar el principio de legalidad y la seguridad jurídica. 

En el marco de una coyuntura nacional marcada por una notoria fragilidad en las 
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estructuras políticas e institucionales, el 13 de diciembre de 2020 la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos (CIDH) difundió su comunicado de prensa N.º 335/21, en el cual manifestó 

una profunda inquietud respecto a la situación del Perú, haciendo énfasis particular en el uso de 

la figura de la vacancia presidencial por “incapacidad moral permanente”. En dicho 

pronunciamiento, el organismo internacional resaltó con firmeza la ausencia de una definición 

normativa clara y técnicamente acotada de esta causal de remoción del Jefe de Estado, señalando 

que dicha indeterminación normativa no solo dificulta su aplicación objetiva, sino que además 

habilita un margen amplio de interpretación política y subjetiva. 

La CIDH advirtió que esta ambigüedad conceptual constituye un serio riesgo para la 

solidez del orden democrático, pues permite que actores políticos —principalmente el CR— 

instrumentalicen esta figura como mecanismo de presión o como herramienta de confrontación 

partidaria, sin sustento en criterios técnicos o jurídicos debidamente 

establecidos. Esta situación, según el organismo, socava principios fundamentales como la 

separación de poderes, la estabilidad institucional y la seguridad jurídica, pilares esenciales para 

el funcionamiento regular de un Estado democrático de derecho. En consecuencia, la CIDH hizo 

un llamado a las autoridades peruanas para que impulsen procesos de reforma normativa 

orientados a precisar el contenido y los límites de esta causal de vacancia, a fin de garantizar su 

uso conforme a estándares internacionales en materia de derechos humanos y gobernabilidad 

democrática. 

De igual manera, la CIDH alertó sobre el uso reiterado y cada vez más frecuente de esta 

herramienta, lo que a su juicio sugiere una tendencia preocupante hacia la instrumentalización 

política de un mecanismo constitucional originalmente concebido como excepcional. En su 

comunicado, la Comisión hizo referencia explícita a los postulados contenidos en la Carta 

Democrática Interamericana, destacando la necesidad de preservar los principios esenciales del 

régimen democrático, tales como la separación e independencia de los poderes del Estado, la 
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legalidad, el respeto al Estado de derecho, y la vigencia efectiva de los derechos humanos. 

 

Estos valores, recordó el organismo, son pilares fundamentales para asegurar que los 

procesos de acceso, ejercicio y cese del poder público se realicen dentro de los cauces 

institucionales, con pleno apego a las normas constitucionales y sin desviaciones que 

comprometan la legitimidad del sistema. En ese sentido, la CIDH reafirmó que cualquier decisión 

relacionada con la remoción de altas autoridades, y en particular del presidente de la República 

—quien representa la más alta investidura del Poder Ejecutivo—, debe estar sustentada en 

fundamentos objetivos y claros, no susceptibles de manipulación política coyuntural. El 

señalamiento de la Comisión constituye un llamado de atención tanto a las autoridades nacionales 

como a la sociedad civil respecto al respeto de las reglas del juego democrático, en un momento 

crítico para el país (Pérez, 2017). 

2.2.1.3. Regulación de la causal de vacancia por permanente incapacidad moral en el Perú 

 

Para abordar este acápite, resulta necesario hacer una reseña de su regulación en las 

distintas Constituciones que han regido en la vida republicana del Perú. Así, el artículo 81 de la 

Constitución de 1839 es de suma importancia por dos motivos. Primero, porque estableció una 

diferenciación entre situaciones fácticas y normativas en relación con la figura de la vacancia. 

En segundo lugar, debido a que incorporó por vez primera el término "moral" dentro del conjunto 

de causales constitucionales que permiten declarar la vacancia presidencial. 

El cargo de presidente de la República queda vacante de manera automática en caso de 

fallecimiento o por haber celebrado acuerdos contrarios a la unidad e independencia del país; 

mientras que jurídicamente, la vacancia se produce por la aceptación de su renuncia, por una 

imposibilidad física o moral permanente, o por la conclusión del periodo para el cual fue elegido 

constitucionalmente (Congreso de la República del Perú, 1839, art.81). 

Respecto al artículo 81 de la Constitución de 1856, este disponía de forma explícita que, 

durante el ejercicio del cargo presidencial, y conforme al modelo presidencialista, su 
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responsabilidad solo podía ser aplicada en situaciones de vacancia por eventos concretos, 

posponiendo cualquier acción de rendición de cuentas hasta después de finalizar su mandato. En 

ese sentido, de manera análoga al texto de 1839, la Constitución de 1856 conservó la separación 

entre situaciones basadas en hechos y situaciones basadas en cuestiones legales para la figura de 

la vacancia. Bajo esta perspectiva, el artículo 83 establecía dicha diferenciación al señalar que la 

Presidencia de la República quedaba vacante por causas legales, entre ellas, por incapacidad, ya 

sea de índole moral o física (Convención Nacional, 1856, art. 83). 

Por su parte, la Constitución de 1860 disminuye el número de circunstancias que pueden 

llevar a la vacancia presidencial en comparación con su predecesora y suprime la diferenciación 

entre causas basadas en hechos y causas basadas en aspectos legales. De esta manera, El artículo 

88 de la Constitución establecía diversas circunstancias bajo las cuales la Presidencia de la 

República quedaba vacante, además del fallecimiento del mandatario en ejercicio. En primer 

lugar, se contemplaba la posibilidad de vacancia por una incapacidad perpetua, ya sea de 

naturaleza física o moral, que impidiera al presidente continuar con el ejercicio de sus funciones. 

Esta disposición generaba un margen de interpretación amplio, especialmente en lo que respecta 

a la incapacidad moral, ya que no se establecían criterios claros ni parámetros objetivos para 

determinar cuándo un presidente podía ser considerado moralmente incapacitado para ejercer el 

cargo. Asimismo, el artículo señalaba que la vacancia presidencial podía producirse por la 

admisión de la renuncia del jefe de Estado. Esto significa que el presidente tenía la facultad de 

dimitir voluntariamente, pero su renuncia solo se hacía efectiva si el CR la aceptaba. Este 

mecanismo buscaba evitar crisis de poder inesperadas y aseguraba una transición ordenada en 

caso de que el mandatario decidiera no continuar en el cargo. 

No obstante, en contextos políticos inestables, la aceptación o rechazo de una renuncia 

podía convertirse en un acto con implicaciones estratégicas, dependiendo de los intereses de los 

actores políticos en el CR. Otro supuesto contemplado en la norma era la vacancia derivada de 
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una sentencia judicial en contra del presidente. En este caso, la destitución se aplicaba si un 

tribunal lo declaraba culpable de los delitos establecidos en el artículo 65 de la misma 

Constitución. Esta disposición reflejaba el principio de responsabilidad penal del mandatario, 

asegurando que el jefe de Estado no estuviera por encima de la ley y que pudiera ser destituido 

si se comprobaba su participación en actos ilícitos. Sin embargo, la efectividad de esta medida 

dependía de la independencia del poder judicial y de la existencia de un debido proceso que 

garantizara una resolución imparcial y basada en pruebas fehacientes. 

Finalmente, el artículo establecía que el término del periodo para el cual el presidente 

había sido elegido constituía otra causa de vacancia. Esto respondía al principio de alternancia 

en el poder y al respeto del mandato constitucional, asegurando que el jefe de Estado cumpliera 

su periodo sin exceder el tiempo estipulado en la norma. La inclusión de esta disposición 

garantizaba la estabilidad institucional y prevenía intentos de perpetuación en el cargo más allá 

del plazo establecido. En conjunto, estas disposiciones buscaban regular la continuidad en la 

Presidencia de la República, estableciendo mecanismos específicos para determinar cuándo 

debía producirse una sucesión en el Ejecutivo. 

En lo que respeta a la Constitución de 1867, reintroduce la diferencia entre situaciones 

basadas en hechos y situaciones basadas en aspectos legales para la figura de la vacancia, una 

distinción que había sido eliminada por la constitución anterior. En ese sentido, los artículos 79 y 

80 contemplan ambos tipos de vacancia presidencial del siguiente modo: El artículo 79 establece que el 

cargo presidencial queda vacante de manera automática en casos como el fallecimiento del mandatario, la 

celebración de acuerdos que vulneren la independencia o integridad del país, el intento de alterar la forma 

de gobierno, o si se impide el funcionamiento del CR, ya sea suspendiendo sus sesiones, evitando su 

instalación o disolviéndolo. Por su parte, el artículo 80 prevé que la vacancia se configura jurídicamente 

cuando se acepta la renuncia del presidente, cuando existe una incapacidad física o moral, al concluir el 

mandato constitucional o mediante sentencia judicial que lo declare culpable por el delito que originó su 

suspensión, de acuerdo con lo señalado en el artículo 7, incisos 2, 3 y 4 (Congreso Constituyente, 1867, 
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art. 79). 

Posteriormente, con la promulgación de la Constitución Política de 1920, se introdujeron 

 

modificaciones relevantes en cuanto a los supuestos contemplados para declarar la vacancia del 

cargo presidencial. Esta nueva carta magna implicó una reducción de las circunstancias 

habilitantes para la cesación del mandato del presidente, en comparación con textos 

constitucionales anteriores. Uno de los cambios más significativos fue la eliminación de la 

distinción formal entre causas de vacancia derivadas de hechos objetivos y aquellas basadas en 

fundamentos estrictamente jurídicos. Es decir, se optó por unificar ambos criterios bajo una 

misma disposición normativa, lo que reflejaba una tendencia hacia una interpretación más 

pragmática y menos fragmentada del concepto de vacancia. 

En ese marco, el artículo 115 del texto constitucional establecía de manera explícita los 

casos en los que se consideraba que el cargo de Presidente de la República quedaba vacante. 

Dichos supuestos comprendían el fallecimiento del titular del Ejecutivo, la existencia de una 

incapacidad permanente —ya fuera de índole física o moral— declarada formalmente por el CR, 

la aceptación de su renuncia al cargo, así como la existencia de una sentencia judicial firme que 

lo encontrara culpable de los delitos contemplados en el artículo 96 de la misma Constitución 

(Asamblea Nacional, 1919, art. 115). 

Esta disposición refleja un intento por parte del legislador constituyente de dotar de un 

marco jurídico más específico al procedimiento de vacancia presidencial, si bien mantenía en su 

redacción conceptos que, como la “incapacidad moral”, carecían aún de una definición técnica 

clara y objetiva, lo que generaba espacios para la discrecionalidad interpretativa. Aun así, el texto 

constitucional de 1920 representó un avance en la estructuración de un sistema normativo 

orientado a asegurar la continuidad y legitimidad del poder ejecutivo, estableciendo parámetros 

formales que regulaban las condiciones bajo las cuales el CR podía intervenir en la sucesión 

presidencial. 
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De manera bastante parecida a lo que se establece en la actualidad, el artículo 144 de la 

Constitución de 1933 describía las condiciones que darían lugar a la vacancia en los siguientes 

términos: De forma muy similar a lo estipulado en la normativa vigente, el artículo 144 de la 

Constitución de 1933 detallaba las situaciones que generaban la vacancia presidencial, señalando 

lo siguiente: La Presidencia quedaba vacante, además del fallecimiento del mandatario, en los 

siguientes casos: i) Cuando el CR declaraba una incapacidad física o moral permanente del 

presidente; ii) Si se aceptaba su renuncia al cargo; iii) Por condena judicial firme por los delitos 

contemplados en el artículo 150; iv) En caso de abandonar el territorio nacional sin la 

autorización del CR; y v) Por no regresar al país una vez vencido el permiso otorgado por dicho 

órgano (Congreso Constituyente, 1933, art. 144) 

El artículo 206 de la Constitución de 1979 mantenía esencialmente las mismas causales 

de vacancia presidencial establecidas en la Constitución anterior, aunque introducía una 

modificación relevante al combinar en un solo motivo las dos últimas razones que figuraban en 

el artículo 144 de la Carta de 1933. Este cambio estructural no alteraba sustancialmente el 

contenido de la norma, pero sí reflejaba un intento de simplificación en la redacción 

constitucional. En este sentido, la normativa continuaba considerando la muerte del presidente 

en ejercicio como una causa natural de vacancia, ya que la desaparición física del mandatario 

generaba automáticamente la necesidad de su reemplazo. Asimismo, se mantenía la causal de 

incapacidad permanente, tanto física como moral, lo que seguía generando interrogantes sobre 

los alcances e interpretación de la "incapacidad moral", un concepto que carecía de una definición 

precisa dentro del texto constitucional y que podía dar lugar a interpretaciones políticas más que 

jurídicas. Otro de los supuestos contemplados en el artículo 206 era la renuncia del presidente, 

la cual debía ser aceptada por el CR para que se hiciera efectiva. Esta disposición reafirmaba el 

principio de que la dimisión del jefe de Estado no era un acto unilateral, sino que requería la 

aprobación del poder legislativo, lo que evitaba situaciones de vacío de poder y 
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garantizaba una transición ordenada dentro del sistema político. Asimismo, el artículo mantenía 

la causal de vacancia derivada de una sentencia judicial firme contra el presidente. Este 

supuesto se aplicaba en caso de que el mandatario fuera declarado culpable de delitos específicos 

que, por su gravedad, hicieran inviable su permanencia en el cargo. La inclusión de esta 

disposición reafirmaba la idea de que el presidente no se encontraba por encima del ordenamiento 

jurídico y que debía responder ante la justicia en caso de cometer actos ilícitos. 

Finalmente, la modificación más destacada del artículo 206 radicaba en la fusión de los 

dos últimos motivos que figuraban en la Constitución de 1933, lo que implicaba una 

reorganización en la estructura de la norma sin alterar su esencia. De esta manera, se buscaba 

una mayor claridad y coherencia en la redacción, sin modificar el fondo de las causales de 

vacancia presidencial. En conjunto, estas disposiciones reflejaban la continuidad de un modelo 

constitucional que establecía límites al ejercicio del poder ejecutivo y regulaba los mecanismos 

de sucesión en la Presidencia de la República. Artículo 206. La vacancia del cargo presidencial, 

además del supuesto de fallecimiento, puede producirse por las siguientes razones: i) Declaración 

del CR sobre la existencia de una incapacidad moral o física permanente del presidente; ii) 

Aprobación de la renuncia presentada por el mandatario; iii) Salida del país sin autorización del 

CR o incumplimiento en reincorporarse una vez vencido dicho permiso; iv) Destitución como 

consecuencia de una sentencia condenatoria por alguno de los delitos contemplados en el artículo 

210 (Asamblea Constituyente, 1979, art. 206). 

La Constitución de 1993, actualmente vigente, mantiene la regulación de la vacancia 

presidencial en términos similares a los establecidos en la Carta de 1979, lo que refleja una 

continuidad en la tradición constitucional peruana en cuanto a los supuestos que pueden llevar al 

cese del mandatario en funciones. Esta normativa ha incorporado sin modificaciones sustanciales 

las causales previamente establecidas en las constituciones anteriores, incluyendo la de 1933, 

lo que demuestra la persistencia de ciertos criterios jurídicos y políticos a lo largo del tiempo. 
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Entre los motivos de vacancia presidencial contemplados en la actual Constitución, uno 

de los más debatidos es la "incapacidad moral permanente" del jefe de Estado, la cual está 

expresamente prevista en el artículo 113, numeral 2. Según el texto constitucional, la Presidencia 

de la República se declara vacante, entre otras razones, cuando el CR determina que el mandatario 

ha incurrido en una incapacidad moral o física que le impide continuar en el ejercicio de sus 

funciones. Esta disposición se mantiene en una redacción prácticamente idéntica a la establecida 

en las constituciones precedentes, lo que ha generado un prolongado debate sobre su alcance y 

aplicación. El concepto de "incapacidad moral" es particularmente controversial debido a la falta 

de una definición precisa dentro del texto constitucional. A diferencia de otras causales de 

vacancia, como la muerte del presidente o una sentencia judicial en su contra, que son situaciones 

objetivamente verificables, la incapacidad moral es un término que puede ser sujeto de 

interpretación por parte del CR. Esta ambigüedad ha llevado a que el mecanismo de vacancia sea 

utilizado en escenarios políticos complejos, donde la decisión de destituir a un presidente puede 

verse influenciada por factores más allá de criterios estrictamente jurídicos. En consecuencia, la 

falta de delimitación conceptual sobre lo que constituye una "incapacidad moral permanente" ha 

permitido que el CR tenga un margen amplio para su aplicación, lo que ha dado lugar a 

cuestionamientos sobre la estabilidad del sistema presidencial en el Perú. 

Diversos especialistas y actores del ámbito jurídico y político han expresado 

preocupación por la posibilidad de que la causal de vacancia presidencial por “incapacidad moral 

permanente” sea utilizada con fines ajenos a los principios constitucionales, en particular con 

motivaciones políticas. Esta preocupación radica en el hecho de que, al carecer de parámetros 

normativos específicos, dicha causal puede ser empleada estratégicamente como un instrumento 

para desestabilizar gobiernos o para forzar salidas del poder en contextos de crisis o 

confrontación entre poderes del Estado. Desde esta perspectiva crítica, se ha sostenido que su 

aplicación debería estar regulada por criterios estrictamente definidos, con fundamentos 
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objetivos y debidamente racionalizados, con el fin de evitar que se convierta en una herramienta 

discrecional que pueda ser manipulada según los intereses políticos del momento. 

En ese sentido, aunque la Constitución Política de 1993 no introdujo novedades 

sustanciales en relación con los motivos que pueden justificar la vacancia del Presidente de la 

República —manteniendo así la línea trazada por las constituciones precedentes de 1979 y 

1933—, lo cierto es que el tratamiento actual del concepto de “incapacidad moral permanente” 

ha generado una serie de tensiones e incertidumbres dentro del escenario político nacional. La 

continuidad de esta causal en el texto constitucional, sin una redefinición o clarificación de su 

contenido y límites, ha dado lugar a una interpretación ambigua que puede ser aprovechada para 

fines contrarios al espíritu del orden constitucional. 

La falta de una delimitación conceptual rigurosa en torno a qué se entiende por 

“incapacidad moral permanente” constituye uno de los factores centrales que alimentan el debate 

contemporáneo sobre la pertinencia de conservar esta disposición en los términos actuales. Esta 

indefinición no solo ha originado múltiples controversias doctrinarias y jurídicas, sino que 

también ha tenido consecuencias prácticas que afectan la estabilidad institucional del país. Al no 

establecerse con precisión cuáles son los supuestos que configuran dicha incapacidad, se deja un 

amplio margen de interpretación a los órganos encargados de aplicarla, en particular al CR, lo 

cual puede derivar en decisiones adoptadas más por conveniencia política que por motivos 

jurídicos plenamente acreditados. 

2.2.1.4. Casos emblemáticos de presidentes vacados por la causal de permanente 

incapacidad moral en el Perú 

a) José Mariano de la Riva Agüero y Sánchez Boquete ocupa un lugar singular en la historia 

política del Perú al haberse convertido, en el año 1823, en el primer presidente en ser destituido 

de su cargo por decisión del Congreso, invocando la causal de incapacidad moral. Este 

acontecimiento marcó un precedente importante dentro del desarrollo del sistema constitucional 
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peruano, al evidenciar las tensiones que podían surgir entre los poderes del Estado en un periodo 

especialmente complejo y delicado para la naciente república. La remoción de Riva Agüero no 

respondió únicamente a factores jurídicos, sino que estuvo profundamente influenciada por un 

contexto político caracterizado por fuertes disputas entre el Poder Legislativo y el Ejecutivo. En 

ese entonces, el país atravesaba una etapa de profunda inestabilidad institucional, producto del 

proceso inacabado de consolidación de la independencia nacional. Las disputas sobre la 

orientación del nuevo Estado, los intereses divergentes de las élites políticas y militares, así como 

las constantes presiones externas e internas, generaban un ambiente de conflictividad que 

dificultaba el establecimiento de un orden constitucional duradero. En este marco, el CR 

argumentó que el presidente Riva Agüero había incurrido en conductas que afectaban gravemente 

la moral pública y el ejercicio adecuado del cargo, lo cual justificaba su destitución bajo la causal 

mencionada. Esta medida, aunque revestida de un carácter legal, también evidenció cómo las 

decisiones políticas podían revestirse de un ropaje jurídico para justificar la salida de un 

mandatario en medio de un clima de polarización. El caso de Riva Agüero, por tanto, no solo 

revela el uso temprano de la figura de la incapacidad moral en la historia republicana peruana, 

sino que también anticipa la compleja relación entre derecho y poder que ha caracterizado muchos 

de los episodios de crisis política en el país (Cáceres, 2021). 

b) Guillermo Enrique Billinghurst Angulo, quien ejerció la presidencia del Perú en el 

periodo previo a la Primera Guerra Mundial, fue protagonista de uno de los episodios más 

controvertidos de la historia política nacional. En el año 1914, se convirtió en el segundo jefe de 

Estado en ser apartado de su cargo bajo la invocación de la causal de incapacidad moral, 

conforme a una decisión adoptada por el CR. Esta medida respondió, esencialmente, a la escalada 

de tensiones institucionales entre el Poder Ejecutivo, encabezado por Billinghurst, y el 

Legislativo, cuyos integrantes veían con creciente preocupación las acciones políticas del 

presidente. La principal causa de conflicto fue la intención manifiesta del mandatario de disolver 
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el CR, una iniciativa que consideraba necesaria ante la oposición sistemática que enfrentaba por 

parte de la mayoría parlamentaria. Como parte de esa estrategia, Billinghurst también impulsó la 

realización de un referéndum popular, con el objetivo de recobrar respaldo ciudadano y legitimar 

su gestión ante las trabas impuestas por el Legislativo. Estas acciones, percibidas por sus 

adversarios como un intento de concentración de poder y ruptura del equilibrio democrático, 

intensificaron la crisis política. En ese contexto de confrontación institucional, el CR optó por 

aplicar la figura de la incapacidad moral permanente como justificación jurídica para su 

destitución. Si bien este concepto carecía entonces de una delimitación normativa precisa, fue 

empleado para argumentar que la conducta del presidente contravenía los principios republicanos 

y atentaba contra el orden constitucional establecido. De esta forma, su remoción no solo 

respondió a cuestiones de legalidad formal, sino también a una lectura política de los hechos, en 

la cual se mezclaron intereses partidarios, disputas de poder y la defensa de la institucionalidad 

parlamentaria. El caso de Billinghurst es, por tanto, ilustrativo del uso controvertido de la causal 

de incapacidad moral en el derecho constitucional peruano, y pone de manifiesto cómo esta 

figura ha sido utilizada históricamente como un recurso político para resolver enfrentamientos 

entre los poderes del Estado, muchas veces sin contar con parámetros claros ni mecanismos de 

control adecuados (Cáceres, 2021). 

c) Alberto Fujimori Fujimori, quien ejerció la presidencia del Perú durante una década 

marcada por profundas transformaciones políticas y controversias institucionales, protagonizó 

uno de los episodios más singulares y debatidos de la historia reciente del país en torno a la figura 

de la vacancia presidencial. En el año 2000, en un contexto de creciente presión social, denuncias 

de corrupción y pérdida de legitimidad gubernamental, el entonces presidente optó por abandonar 

el territorio nacional y trasladarse a Japón. Desde allí, y a través de un medio poco convencional 

para la formalidad de la investidura presidencial —el envío de un fax— presentó su carta de 

renuncia dirigida al CR. Sin embargo, el Legislativo peruano, que se encontraba inmerso en una 
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severa crisis política e institucional generada por escándalos vinculados al régimen fujimorista, 

tomó la decisión de no aceptar dicha dimisión. En su lugar, y con el respaldo de una mayoría 

parlamentaria, procedió a declarar la vacancia del cargo presidencial, no en virtud de la renuncia 

presentada, sino apelando a la causal de “incapacidad moral permanente”. Esta determinación 

fue adoptada con base en el artículo 113, inciso 2, de la Constitución Política de 1993, 

argumentando que la conducta del mandatario —que incluía la fuga del país, la forma inusual de 

su renuncia, y los graves cuestionamientos éticos y legales que enfrentaba su administración— 

constituía una afrenta a la dignidad del cargo y a los principios fundamentales del sistema 

democrático. Este hecho marcó un precedente importante en la aplicación de la causal de 

incapacidad moral, ya que evidenció cómo esta disposición constitucional podía ser utilizada para 

dar respuesta institucional a una situación límite, sin necesidad de aceptar formalmente una 

renuncia presidencial. Además, el caso de Fujimori puso en evidencia las debilidades 

estructurales del marco normativo vigente respecto a la vacancia, al permitir que una figura 

jurídica ambigua fuera utilizada para resolver un impasse político de gran magnitud. La decisión 

del CR, aunque respaldada por la mayoría de sus integrantes, ha sido objeto de debate en la 

doctrina jurídica y en la opinión pública, debido a los vacíos conceptuales y procedimentales que 

rodearon el proceso (Hakansson, 2021). 

d) Pedro Pablo Kuczynski Godard, quien asumió la presidencia del Perú en el año 2016 tras 

una reñida contienda electoral, enfrentó durante su mandato una serie de tensiones políticas con 

el CR, dominado mayoritariamente por una oposición que cuestionaba tanto sus decisiones de 

gobierno como su integridad personal. En este contexto de constante confrontación, en el año 

2017 se promovió un procedimiento parlamentario que buscaba su destitución bajo el argumento 

de “incapacidad moral permanente”, figura contemplada en el artículo 113, inciso 2, de la 

Constitución Política de 1993. La iniciativa del CR se basaba en acusaciones relacionadas con 

presuntas omisiones e irregularidades en los vínculos contractuales entre empresas vinculadas a 
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Kuczynski y la constructora brasileña Odebrecht, cuyos escándalos de corrupción habían 

generado una profunda conmoción en el ámbito político regional. Se alegaba que, durante su 

desempeño como ministro de Estado en gobiernos anteriores, el ahora presidente habría 

favorecido intereses particulares en perjuicio de la transparencia y el buen uso de los recursos 

públicos. Dichas acusaciones, aunque no se encontraban plenamente corroboradas en sede 

judicial al momento de iniciarse el proceso, sirvieron como sustento para impulsar una moción 

de vacancia presidencial. Sin embargo, tras la deliberación correspondiente en el Pleno del 

Congreso, la propuesta de destituir a Kuczynski no alcanzó el número mínimo de votos requeridos 

por la normativa constitucional y parlamentaria para proceder con la declaración de vacancia. A 

pesar de la fuerte campaña mediática y política que rodeó el proceso, un número significativo de 

congresistas se abstuvo o votó en contra de la moción, lo que impidió su aprobación. Esta 

situación evidenció, por un lado, la fragilidad del equilibrio entre poderes y la utilización del 

mecanismo de vacancia como herramienta de presión política; y por otro, la necesidad de 

establecer criterios más rigurosos y objetivos para determinar cuándo se configura efectivamente 

una incapacidad moral permanente que justifique la interrupción del mandato presidencial. 

Aunque el intento de vacancia de 2017 no prosperó formalmente, contribuyó a debilitar la ya 

deteriorada imagen del presidente, y allanó el camino para una nueva moción presentada en 2018, 

que finalmente derivaría en su renuncia. Este episodio ilustra con claridad cómo el uso 

discrecional del mecanismo de vacancia puede generar inestabilidad política si no está 

debidamente regulado, y resalta la urgencia de reformar este procedimiento para preservar la 

institucionalidad democrática (Hakansson, 2021). 

e) Martín Alberto Vizcarra Cornejo, quien asumió la presidencia del Perú en marzo de 2018 

tras la renuncia de Pedro Pablo Kuczynski, enfrentó a lo largo de su mandato una relación tensa 

y conflictiva con el CR, marcada por una profunda polarización política. En el año 2020, su 

gestión fue objeto de dos procesos parlamentarios dirigidos a declararlo vacante por la causal de 
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“incapacidad moral permanente”, una figura prevista en el artículo 113, inciso 2, de la 

Constitución Política peruana, pero cuya interpretación y aplicación continúan siendo motivo de 

debate debido a su carácter indeterminado. El primer intento de destitución fue impulsado en 

septiembre de 2020, a raíz de la difusión de grabaciones que vinculaban al presidente con 

presuntas irregularidades en el contexto del caso denominado “Richard Swing”, relacionado con 

contrataciones cuestionables en el Ministerio de Cultura. A pesar de la fuerte presión mediática 

y del clima de confrontación en el CR, la moción presentada no alcanzó los votos necesarios para 

su aprobación, por lo que Vizcarra logró mantenerse en el cargo. No obstante, este episodio dejó 

en evidencia el uso político del mecanismo de vacancia, que se activó sin que existiera una 

sentencia judicial firme ni un proceso de investigación concluyente, lo cual fue ampliamente 

criticado por sectores académicos, sociales e internacionales. Posteriormente, en noviembre del 

mismo año, se presentó una segunda moción de vacancia, esta vez sustentada en nuevas 

acusaciones relacionadas con presuntos actos de corrupción durante su gestión como gobernador 

regional de Moquegua. En esta ocasión, el CR sí logró reunir la mayoría calificada requerida, y 

aprobó la vacancia presidencial por incapacidad moral, dando por terminado de manera abrupta 

el mandato de Vizcarra. Esta decisión, adoptada en un contexto marcado por la ausencia de 

mecanismos claros que definan objetivamente el alcance del concepto de “incapacidad moral”, 

generó una profunda crisis política e institucional en el país. La reacción ciudadana fue inmediata 

y masiva. Numerosas manifestaciones de rechazo se produjeron en diversas ciudades del país, 

denunciando lo que muchos consideraron una destitución ilegítima con fines políticos. El 

entonces presidente del CR, Manuel Merino de Lama, asumió la presidencia de la República en 

medio de una grave pérdida de legitimidad, lo que derivó en una ola de protestas que culminaron 

en su renuncia pocos días después. Este episodio evidenció los peligros de utilizar la vacancia 

presidencial como un mecanismo político sin sustento técnico ni jurídico adecuado, y resaltó la 

necesidad urgente de revisar el marco normativo para asegurar que cualquier procedimiento de 
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destitución respete los principios del debido proceso, la legalidad, y la estabilidad democrática 

(Landa, 2022). 

f) Pedro Castillo Terrones: El 7 de diciembre de 2022 marcó un hito en la historia 

constitucional peruana cuando el Pleno del Congreso de la República, con 101 votos a favor, 6 

en contra y 10 abstenciones, declaró la incapacidad moral permanente del entonces presidente 

Pedro Castillo Terrones, destituyéndolo inmediatamente del cargo y activando el mecanismo de 

sucesión presidencial previsto en el artículo 115 de la Constitución. Esta decisión, basada en el 

inciso 2 del artículo 113 —que establece la vacancia por "incapacidad moral permanente"— en 

concordancia con el artículo 117, cumplió con el requisito de contar con al menos 87 votos 

favorables (dos tercios del número legal de congresistas), tal como exige la Carta Magna para 

este procedimiento excepcional (Congreso de la República, 2022). La destitución de Castillo se 

produjo en medio de una grave crisis política, luego de que él intentara disolver el Congreso 

mediante un mensaje a la nación, medida que fue calificada como un autogolpe por diversos 

sectores políticos y jurídicos. El Legislativo interpretó que este acto, sumado a una serie de 

escándalos por presunta corrupción y mala gestión, configuraba una incapacidad moral 

permanente que lo inhabilitaba para continuar en el cargo. Si bien la Constitución no define 

expresamente en qué consiste esta causal, el Congreso argumentó que se trataba de una falta grave 

contra el orden democrático, sustentada en el principio de defensa de la constitucionalidad 

previsto en el artículo 117, que faculta al Legislativo a tomar medidas excepcionales cuando el 

presidente incurre en actos que atentan contra el Estado de Derecho. Este caso reavivó el debate 

sobre la ambigüedad de la figura de "incapacidad moral permanente", que algunos juristas 

consideran peligrosamente subjetiva, ya que permite al Congreso destituir a un presidente sin 

necesidad de un proceso judicial previo. Los críticos argumentan que, al no estar regulada con 

precisión, esta causal puede ser utilizada con fines políticamente oportunistas, socavando la 

estabilidad del sistema presidencialista. No obstante, los defensores de la medida sostuvieron 
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que, en este caso, existía una clara justificación constitucional, dado que el intento de disolución 

del Congreso y la posterior huida de Castillo (quien fue detenido horas después) demostraban 

una voluntad de quebrantar el orden institucional. Además, destacaron que el procedimiento 

cumplió con los requisitos formales, al alcanzar una mayoría calificada muy por encima del 

mínimo exigido. 

2.2.1.5. La figura de la vacancia por incapacidad moral permanente en la legislación 

internacional 

a) Ecuador: En Ecuador, de acuerdo con la Constitución de la República del Ecuador de 

2008, se han establecido diversas razones por las cuales se puede destituir al presidente de la 

República. La Constitución de Ecuador de 2008 establece de manera detallada y precisa las 

causales por las cuales la o el presidente de la República cesará en sus funciones y dejará vacante 

el cargo. A diferencia de otras constituciones que pueden presentar ambigüedades en sus 

disposiciones sobre la destitución de un mandatario, esta norma establece un marco jurídico que 

define claramente los supuestos en los que se produce la vacancia del cargo presidencial, 

proporcionando mayor seguridad jurídica y previsibilidad en el proceso. En primer lugar, la norma 

establece que el cese en el cargo ocurre de manera natural con la culminación del período 

presidencial, lo que refleja el principio democrático de alternancia en el poder. 

Asimismo, se reconoce la posibilidad de una renuncia voluntaria por parte del presidente 

o presidenta, la cual debe ser aceptada por la Asamblea Nacional para su validez. Estas 

disposiciones garantizan que el relevo en el liderazgo del Ejecutivo se realice de manera ordenada 

y conforme a lo previsto en la Constitución. Por otro lado, se contempla la destitución del 

presidente en los casos determinados por la Constitución, lo que implica que su remoción solo 

puede darse dentro de los límites jurídicos establecidos en la ley suprema del país. 

De forma más detallada, se establece como causa de vacancia la existencia de una 

incapacidad permanente, ya sea física o mental, la cual debe ser verificada por una comisión de 



47 
 

 

 

 

médicos expertos y, posteriormente, ratificada por la Asamblea Nacional mediante el voto 

favorable de al menos dos tercios de sus miembros. Esta exigencia de un dictamen médico 

especializado y un alto consenso legislativo brinda un criterio más objetivo para la aplicación de 

esta causal, evitando su uso arbitrario o políticamente motivado. Otra causal de vacancia es el 

abandono del cargo, el cual debe ser comprobado por la Corte Constitucional y posteriormente 

declarado por la Asamblea Nacional con la misma mayoría calificada. Esta disposición busca 

impedir que el mandatario se desentienda de sus funciones sin que ello tenga consecuencias 

jurídicas, fortaleciendo así el principio de responsabilidad política y administrativa. Finalmente, 

la Constitución ecuatoriana incorpora la posibilidad de la revocatoria del mandato como un 

mecanismo de control ciudadano sobre la gestión del presidente. Este procedimiento, regulado 

en la misma Constitución, otorga a la ciudadanía la facultad de exigir la destitución del 

mandatario en caso de insatisfacción con su gestión, lo que refuerza la participación democrática 

y el control popular sobre el poder Ejecutivo. 

En síntesis, la regulación ecuatoriana sobre la vacancia presidencial establece un marco 

normativo más estructurado y detallado en comparación con otras constituciones de la región. 

La exigencia de pruebas objetivas, el requerimiento de mayorías calificadas en la Asamblea 

Nacional y la intervención de organismos especializados en ciertos casos contribuyen a dotar de 

mayor legitimidad y estabilidad al proceso de remoción del presidente o presidenta de la 

República. 

El caso de la destitución de Jamil Mahuad en Ecuador, ocurrido en el año 2000, constituye 

un episodio clave en la historia política del país, ya que evidenció la fragilidad institucional ante 

crisis económicas y la influencia de actores extrainstitucionales en la estabilidad del gobierno. 

La destitución de Mahuad se produjo en un contexto de gran inestabilidad económica y social, 

caracterizado por la grave crisis bancaria que afectó a miles de ecuatorianos, así como por el 

creciente descontento de la población con las políticas gubernamentales. Ante esta situación, 
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distintos sectores de la sociedad, entre ellos comunidades indígenas y miembros del Ejército, se 

movilizaron en protesta, exigiendo la salida del presidente. El punto culminante de la crisis se 

produjo cuando las Fuerzas Armadas, en una acción determinante, le retiraron el respaldo a 

Mahuad, lo que selló su salida del poder. Este hecho demuestra el papel que los militares pueden 

desempeñar en la política ecuatoriana, especialmente en momentos de crisis. 

En este caso, la presión ejercida por grupos indígenas y sectores militares fue un factor 

clave que condujo a la interrupción del mandato presidencial, marcando un precedente sobre la 

influencia de estos sectores en la estabilidad del gobierno. Ante la destitución de Mahuad, el 

entonces vicepresidente Gustavo Noboa asumió la presidencia, en un intento por mantener el 

orden constitucional y evitar un vacío de poder. La sucesión de Noboa permitió dar continuidad 

al gobierno dentro del marco legal, aunque la legitimidad de su ascenso fue cuestionada por 

algunos sectores. Posteriormente, el Congreso Nacional formalizó la destitución de Mahuad bajo 

el argumento de "abandono del poder", en respuesta a su decisión de autoexiliarse en la Embajada 

de Chile. Esta acción del Congreso buscó dar una justificación jurídica a su salida, alineándola 

con los mecanismos establecidos en la Constitución para la declaratoria de vacancia del cargo 

presidencial. El caso de Mahuad refleja la fragilidad institucional del Ecuador en ese momento, 

así como la importancia de contar con mecanismos claros para garantizar la estabilidad 

gubernamental en situaciones de crisis. La destitución de un presidente a través de la intervención 

de actores no institucionales, como las Fuerzas Armadas y grupos de protesta, plantea 

interrogantes sobre la solidez del sistema democrático y la separación de poderes en el país. 

Además, este episodio evidencia cómo la figura del abandono del poder puede ser interpretada y 

aplicada en contextos políticos específicos, generando debates sobre su uso y posibles 

implicancias en la estabilidad de los gobiernos democráticos. 

En el año 2005, el presidente Lucio Gutiérrez fue acusado de colocar a personas 

conocidas en cargos de la Corte Suprema de Justicia, lo que generó tensiones políticas internas 
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y una crisis institucional en el Gobierno. Las protestas en el país se intensificaron, lo que llevó al 

Parlamento, bajo presión ciudadana, a destituir al presidente Lucio Gutiérrez por "abandono del 

cargo". Esto se justificó en parte debido a su intervención en otro poder del Estado al ordenar la 

destitución de algunos magistrados del Poder Judicial. Aunque esta interpretación de la causal 

de destitución podría ser considerada incorrecta desde una perspectiva legal, fue una decisión 

acertada para los legisladores dada la situación política que prevalecía en ese momento (Salgado, 

2003). 

b) La Constitución Política de Panamá de 1972 establece un mecanismo de sucesión 

presidencial en caso de ausencia absoluta del presidente, asignando esta responsabilidad al 

vicepresidente, quien debe completar el período restante de gobierno. Sin embargo, esta norma, 

contenida en el artículo 189°, no especifica de manera detallada cuáles serían las causales 

precisas para la destitución del presidente de la República. A diferencia de otras constituciones 

latinoamericanas que establecen un listado claro de causales de vacancia presidencial, la omisión 

de estas disposiciones en la Constitución panameña genera incertidumbre en el ámbito político 

y constitucional, ya que deja abierta la posibilidad de diversas interpretaciones sobre las 

condiciones que justificarían la destitución del jefe de Estado. Esta falta de precisión en el marco 

normativo puede ser vista como una debilidad estructural del sistema político panameño, ya que 

no ofrece parámetros objetivos para delimitar las situaciones en las que el presidente podría ser 

removido de su cargo. En muchos otros países de la región, la normativa constitucional establece 

causales específicas, tales como incapacidad física o mental, delitos graves, abandono del cargo 

o juicio político. En el caso de Panamá, al no contar con estos criterios explícitos, se abre la 

posibilidad de conflictos interpretativos y decisiones discrecionales que pueden afectar la 

estabilidad democrática. 

Asimismo, la ausencia de una regulación detallada sobre la destitución presidencial puede 

generar vacíos jurídicos en situaciones de crisis institucional. Si bien la Constitución establece la 
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línea de sucesión presidencial, la falta de criterios específicos para determinar la falta absoluta 

del presidente puede derivar en disputas políticas y jurídicas, especialmente en escenarios donde 

no exista consenso sobre si el mandatario debe o no dejar el cargo. Esta laguna constitucional ha 

sido señalada por diversos estudiosos del derecho, quienes advierten que la estabilidad 

democrática de Panamá podría beneficiarse de una reforma que establezca un marco normativo 

más claro y preciso sobre las condiciones bajo las cuales un presidente puede ser destituido y 

reemplazado por su vicepresidente. 

En conclusión, la Constitución panameña de 1972 deja un espacio de incertidumbre al no 

especificar las causales de destitución del presidente, lo que puede generar vacíos 

normativos y ambigüedades en su aplicación. Esta situación contrasta con otros países de la 

región que han desarrollado marcos jurídicos más detallados para regular la vacancia 

presidencial, estableciendo criterios claros y procedimientos específicos para evitar conflictos de 

interpretación. Ante esta realidad, una reforma constitucional que defina de manera explícita las 

causales de destitución y los procedimientos para su aplicación contribuiría a fortalecer la 

estabilidad democrática y la seguridad jurídica en Panamá. 

c) El sistema legal brasileño no contempla una causal de destitución presidencial bajo la 

denominación de "incapacidad moral permanente", como ocurre en el Perú. No obstante, Brasil 

cuenta con un mecanismo de remoción del jefe de Estado denominado impeachment, el cual 

permite procesar y destituir al presidente por la comisión de delitos de responsabilidad. Este 

procedimiento, regulado en la Constitución y en la Ley del Impeachment (Ley 1.079 de 1950), 

establece diversas causales para la destitución, entre las cuales se encuentra la falta de probidad 

en la administración pública, una disposición que, por su naturaleza interpretativa, puede 

asemejarse en algunos aspectos a la "incapacidad moral" en el contexto peruano. La falta de 

probidad en la administración es una de las causales que permite al Parlamento brasileño llevar 

a cabo un proceso de destitución presidencial con base en la discrecionalidad en su 
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interpretación. 

 

Esta causal se refiere a actos que afectan la ética y la integridad en la gestión pública, lo 

que incluye conductas que pueden no ser estrictamente ilegales, pero que comprometen el 

ejercicio legítimo del poder. En este sentido, el impeachment brasileño permite una evaluación 

política y moral del comportamiento del presidente, lo que lo aproxima al debate sobre la 

vacancia por incapacidad moral en el Perú. Uno de los casos más emblemáticos de destitución 

en Brasil fue el impeachment de la expresidenta Dilma Rousseff en 2016, quien fue removida 

del cargo bajo acusaciones de manipulación contable para ocultar déficits fiscales, lo que se 

interpretó como una violación a la probidad administrativa. Aunque el debate jurídico y político 

sobre su destitución fue intenso, este caso evidenció cómo la causal de falta de probidad puede 

ser utilizada con cierta flexibilidad, permitiendo la destitución presidencial sin necesidad de una 

condena penal previa. 

En comparación con el sistema peruano, donde la incapacidad moral ha sido invocada en 

múltiples ocasiones sin una definición precisa, el impeachment brasileño se basa en un proceso 

más estructurado que incluye una investigación formal, una acusación aprobada por la Cámara 

de Diputados y un juicio político en el Senado. Sin embargo, la amplitud de la causal de falta de 

probidad genera cuestionamientos similares a los que se presentan en Perú respecto a la 

subjetividad y posible uso político del mecanismo de destitución. 

2.2.1.6. Parámetros para el uso legítimo de la vacancia presidencial por permanente 

incapacidad moral 

Para Delgado (2022), los parámetros para que el Congreso pueda ejercer legítimamente 

su facultad de supervisar la integridad política del Presidente de la República, deben considerar 

los siguientes criterios: 

• La excepcionalidad en la aplicación de esta facultad. 

• La presencia de evidencia y certeza que demuestre el papel del presidente en actos o 
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decisiones que lo descalifiquen de manera grave para continuar ocupando el cargo más alto en 

el gobierno de Perú. 

• La gravedad y la magnitud de la incapacidad evidente, ya sea en términos de juicio 

defectuoso o en sus acciones, decisiones, conductas o comportamientos. 

• La persistencia de esta incapacidad moral o la continuación de conductas moralmente 

censurables e incompatibles con la posición presidencial. 

• La eficacia y adecuación de esta medida en comparación con otras alternativas 

previstas en el sistema para mitigar los riesgos y daños asociados con la permanencia de un 

presidente moralmente incapaz. 

 

• La urgencia inminente de tomar la medida de destitución del presidente debido a su 

desempeño inadecuado en el cargo. 

• El equilibrio adecuado entre las faltas morales imputadas al presidente de la República 

y la necesidad de destituirlo mediante el proceso de destitución. 

• La importancia política y constitucional de emplear esta medida para garantizar la 

estabilidad institucional y contar con un líder apropiado en la función presidencial. 

En efecto, como bien menciona Sar (2021), para declarar la destitución presidencial basada en la 

causal establecida en el artículo 113, inciso 2 de la Constitución, es necesario considerar los 

siguientes criterios: 

• La incapacidad debe ser de naturaleza permanente. 

 

• La evaluación debe centrarse en la moral pública. 

 

• La conducta objeto de la acusación debe estar respaldada por pruebas objetivas. 

 

Además, es esencial garantizar los siguientes derechos y principios: el derecho a ser 

informado detalladamente de los cargos, el derecho a la presunción de inocencia, el principio de 

imparcialidad, el derecho a la defensa, el derecho a presentar pruebas, la transparencia del 

proceso, el derecho a recibir una justificación y la aplicabilidad de sanciones razonables y 

proporcionadas. 
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2.2.2. Prevalencia del principio de legalidad 

 

2.2.2.1. Concepto de legalidad 

La doctrina jurídica contemporánea, siguiendo los planteamientos de Salazar (1998), 

reconoce que el principio de legalidad presenta una naturaleza compleja que puede analizarse 

desde dos dimensiones complementarias pero diferenciadas. La perspectiva estrecha o formal 

del principio de legalidad exige que toda actuación de los órganos estatales esté rigurosamente 

fundamentada en el ordenamiento jurídico vigente. Esto implica tres exigencias concretas: (1) 

que las decisiones administrativas o judiciales se apoyen en normas expresamente previstas en 

el sistema jurídico; (2) que exista una adecuada motivación que demuestre la correcta subsunción 

del caso concreto bajo la norma aplicable; y (3) que toda interpretación normativa respete la 

jerarquía de fuentes, teniendo como parámetro supremo la norma constitucional. Este enfoque 

garantiza que el ejercicio del poder público no sea arbitrario, sino que responda a un marco 

normativo predeterminado, cumpliendo así con la función básica del Estado de Derecho: someter 

el poder a la ley. 

La perspectiva amplia o sustantiva del principio de legalidad trasciende el mero 

formalismo jurídico para convertirse en un estándar de calidad del ordenamiento jurídico. Según 

esta concepción, desarrollada por Salazar (1998), la legalidad no se agota en la existencia formal 

de normas positivas, sino que exige que dichas normas materialicen principios jurídicos 

superiores como la justicia, la equidad y la tutela efectiva de los derechos fundamentales. En este 

sentido, el principio de legalidad opera como un criterio valorativo que permite evaluar si las 

normas concretas cumplen con los postulados axiológicos del sistema jurídico en su conjunto. 

Esta dimensión es particularmente relevante en el contexto del neoconstitucionalismo, 

donde la Constitución ya no es entendida simplemente como una norma organizativa del poder, 

sino como un documento que consagra valores y principios materiales que deben irradiar todo el 

ordenamiento jurídico. La legalidad en sentido amplio exige, por tanto, coherencia sustancial 

entre las normas particulares y los principios constitucionales que informan el sistema. 
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En el marco de un Estado Constitucional de Derecho, la interrelación entre el derecho a 

la tutela jurisdiccional efectiva y el principio de legalidad adquiere especial relevancia. El 

primero garantiza a los ciudadanos no solo el acceso formal a los tribunales, sino la obtención de 

decisiones judiciales fundadas en derecho y ajustadas a las exigencias de justicia material. Este 

derecho fundamental encuentra su sustento en el principio de legalidad precisamente porque 

exige que los jueces resuelvan los conflictos aplicando el ordenamiento jurídico en su integridad 

-incluyendo tanto las normas positivas como los principios constitucionales-. La legalidad, en 

este contexto, actúa como garantía de que el proceso judicial será un instrumento efectivo para la 

realización del derecho material, y no una mera formalidad vacía de contenido. Esta concepción 

integral del principio de legalidad refleja la evolución del Derecho moderno, que ya no puede 

limitarse a un positivismo formalista, sino que debe armonizar la seguridad jurídica con la 

realización de la justicia sustancial, en cumplimiento de los compromisos internacionales en 

materia de derechos humanos y de los valores superiores del ordenamiento jurídico. 

2.2.2.2. Subprincipios que se desprenden del principio de legalidad 

 

El principio de legalidad es una piedra angular en el Estado de derecho y se fundamenta 

en cuatro dimensiones esenciales que garantizan su aplicación efectiva: lex previa, lex estricta, 

lex scripta y lex certa. Estas subcategorías no operan de manera aislada, sino que deben coexistir 

y complementarse para asegurar que las normas jurídicas establezcan con claridad las 

prohibiciones, las autorizaciones y sus respectivas consecuencias. En este sentido, el principio 

de legalidad no solo establece un marco normativo claro y predecible, sino que también actúa 

como un mecanismo de control frente a posibles arbitrariedades en la aplicación del derecho. 

El origen del principio de legalidad se remonta a los aportes de destacados pensadores 

como Paul Johann Anselm von Feuerbach y Cesare Beccaria, quienes lo introdujeron en el 

ámbito del Derecho Penal con la célebre máxima nulla poena sine lege, nullum crimen sine lege 

(ninguna pena sin ley, ningún crimen sin ley). Esta idea buscaba limitar el poder punitivo del 
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Estado y asegurar que nadie pudiera ser sancionado sin una norma previa que definiera con 

precisión la conducta prohibida y la sanción correspondiente. En este contexto, el principio de 

legalidad surgió como un mecanismo esencial para garantizar la seguridad jurídica y la 

previsibilidad en la aplicación del Derecho Penal, evitando interpretaciones discrecionales o 

retroactivas de la ley penal. Con la Ilustración y el auge del positivismo jurídico, el principio de 

legalidad dejó de ser una norma exclusiva del Derecho Penal y se expandió progresivamente a 

todas las ramas del derecho, consolidándose como un principio general del ordenamiento 

jurídico. 

En el ámbito del Derecho Administrativo, este principio ha hecho posible que las acciones 

del Estado se ajusten estrictamente a lo dispuesto por las normas vigentes, garantizando que los 

ciudadanos solo puedan ser sancionados u obligados dentro del marco legal. De igual forma, en 

el Derecho Constitucional, se ha consolidado como una salvaguarda clave para los derechos y 

libertades fundamentales, al limitar el ejercicio del poder estatal conforme a los parámetros 

establecidos por la Constitución y las leyes. Actualmente, el principio de legalidad continúa 

siendo un componente indispensable en los ordenamientos jurídicos contemporáneos, 

constituyéndose como un soporte esencial para la seguridad jurídica y la garantía de los derechos 

ciudadanos. Su cumplimiento impide el uso arbitrario del poder y promueve la existencia de 

normas claras, bien definidas y aplicadas de manera equitativa. En este sentido, el respeto por 

dicho principio refuerza la legitimidad del sistema jurídico y contribuye al adecuado 

funcionamiento del Estado de derecho. 

El principio de legalidad se encuentra resguardado por una serie de subprincipios o 

salvaguardias que han sido desarrollados tanto por la doctrina jurídica como por el Tribunal 

Constitucional. Estas salvaguardias aseguran que las normas sean claras, predecibles y aplicadas 

de manera justa, evitando arbitrariedades en la imposición de restricciones y sanciones. En 

primer lugar, la reserva de ley establece que cualquier limitación a los derechos o la imposición 
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de sanciones solo puede realizarse mediante una norma con rango de ley. Esto implica que las 

disposiciones sancionadoras deben emanar de una fuente normativa legítima, lo que puede ser 

interpretado en un doble sentido: la reserva de ley formal, que exige que la norma provenga del 

órgano legislativo competente, y la reserva de ley material, que establece que el contenido 

normativo debe regular aspectos esenciales que afectan los derechos de las personas. Por otro 

lado, el subprincipio de lex praevia, conocido también como el principio de irretroactividad de la 

ley, garantiza que los hechos considerados delitos y sus respectivas consecuencias jurídicas solo 

puedan aplicarse a conductas ocurridas después de la entrada en vigencia de la norma. Esta 

salvaguardia responde a la necesidad de proteger la seguridad jurídica y evitar sanciones 

arbitrarias, ya que, en un Estado democrático, no es aceptable que una persona sea castigada por 

una conducta que, al momento de realizarse, no estaba prohibida ni sancionada por el 

ordenamiento jurídico. 

En este sentido, el principio de irretroactividad refuerza la previsibilidad del derecho y la 

confianza de los ciudadanos en el sistema normativo. Asimismo, el subprincipio de lex certa, o 

principio de taxatividad, establece que las normas deben ser formuladas con la mayor claridad y 

precisión posible para evitar interpretaciones ambiguas o discrecionales. Este principio se dirige 

principalmente al legislador y al poder ejecutivo cuando ejerce facultades legislativas, 

exigiéndoles que definan con exactitud las conductas prohibidas y las sanciones aplicables. La 

finalidad de este subprincipio es garantizar que los ciudadanos comprendan sin dificultad qué 

actos están prohibidos y cuáles son las consecuencias de su incumplimiento, evitando así la 

incertidumbre jurídica y el abuso en la aplicación de las normas. 

Por último, el subprincipio de lex estricta, o prohibición de la analogía en materia 

sancionadora, impide que las normas sean aplicadas más allá de su contenido literal. Este 

principio también es conocido como la "garantía de interpretación estricta de la ley", el "principio 

de subordinación del juez a la ley" desde la perspectiva constitucional o el "mandato de tipicidad" 
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en el ámbito penal. Su función principal es limitar la discrecionalidad del operador judicial, 

asegurando que la aplicación de la norma se ajuste rigurosamente a su texto sin extender su 

alcance mediante interpretaciones analógicas. De esta manera, se protege a los ciudadanos de 

posibles arbitrariedades en la administración de justicia, garantizando que las sanciones sean 

impuestas únicamente en los casos previstos expresamente por la ley. 

Sin embargo, la incapacidad moral contemplada en el inciso 2 del artículo 113 de la 

Constitución, en relación con la destitución presidencial, se adhiere únicamente a tres de los 

subprincipios del principio de legalidad: lex scripta, lex estricta y lex previa. No obstante, no 

cumple con los requisitos de lex certa, lo cual es la razón principal de que esta causal sea 

considerada como una amenaza al principio de legalidad. 

2.2.2.3. Importancia del principio de legalidad 

Según lo expuesto por Islas (2009), el principio esencial de legalidad actúa como 

mecanismo de control cuando el Estado no respeta adecuadamente el marco normativo al 

intervenir sobre los ciudadanos. Este principio supervisa la correcta aplicación de normas tanto 

sustantivas como procesales, haciendo énfasis en aspectos relacionados con la legalidad y la 

competencia de quien actúa. Su naturaleza combina elementos estáticos y dinámicos, ya que no 

solo determina quién debe ejecutar un acto, sino también la forma en que este debe realizarse. 

Además, evalúa si la conducta de las autoridades se ajusta a las disposiciones legales y 

constitucionales. En lo que respecta al Poder Ejecutivo y al Poder Judicial, su aplicación debe 

ser plena, dado que ambos órganos tienen la responsabilidad de resguardar el orden normativo 

superior del Estado, así como las leyes que de él se derivan. En el caso del Poder Legislativo, 

su observancia estricta resulta fundamental, pues de ello depende la validez jurídica de las 

normas que se promulguen. 

Como señalan Cairo et al. (2013), la calidad técnica del lenguaje normativo constituye 

un elemento fundamental para el correcto funcionamiento del Estado de Derecho. La redacción 

legislativa debe caracterizarse por una precisión terminológica absoluta, utilizando un lenguaje 
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accesible para el conjunto de la ciudadanía y evitando toda forma de ambigüedad semántica. Esta 

exigencia técnica no es meramente formal, sino que responde a una necesidad democrática 

esencial: garantizar que los destinatarios de las normas -tanto los operadores jurídicos como la 

población en general- puedan comprender con claridad el alcance de sus derechos y obligaciones. 

Cuando el legislador incurre en formulaciones vagas o imprecisas, se generan inevitablemente 

zonas de incertidumbre interpretativa que distorsionan la voluntad normativa original y abren la 

puerta a aplicaciones discrecionales o arbitrarias por parte de las autoridades administrativas y 

judiciales. 

La falta de claridad en la redacción de las disposiciones legales representa una grave 

afectación al principio de legalidad, que constituye uno de los pilares esenciales del sistema 

jurídico democrático. Este principio, reconocido tanto en las constituciones nacionales como en 

los principales instrumentos internacionales de derechos humanos (como el Pacto Internacional 

de Derechos Civiles y Políticos o el Convenio Europeo de Derechos Humanos), opera como 

límite infranqueable al poder sancionador del Estado. Cuando una norma presenta términos 

indefinidos o conceptos elásticos, se produce una doble vulneración: por un lado, se transgrede 

el derecho de los ciudadanos a conocer anticipadamente las conductas prohibidas y sus 

consecuencias jurídicas (nullum crimen, nulla poena sine lege certa); y por otro, se debilita la 

seguridad jurídica al permitir interpretaciones contradictorias que dependen más de la 

subjetividad del aplicador que de un texto legal claro y unívoco. Esta situación resulta 

particularmente grave en el ámbito del derecho sancionador, donde la indeterminación normativa 

puede derivar en tratamientos desiguales y arbitrariedades que lesionan el principio de igualdad 

ante la ley. Los estándares internacionales en materia de derechos humanos han sido 

particularmente enfáticos al establecer que el principio de legalidad no es una mera directriz 

técnica, sino un derecho fundamental que condiciona el ejercicio mismo del poder estatal. 

Instrumentos como la Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículo 9) y la 
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jurisprudencia de tribunales internacionales han desarrollado un corpus doctrinal que exige a los 

Estados promulgar normas suficientemente determinadas en su formulación, que permitan a 

los individuos regular su conducta con un mínimo de previsibilidad jurídica. Esta exigencia cobra 

especial relevancia en contextos donde se afectan derechos esenciales, como en el derecho 

penal, el derecho administrativo sancionador o las restricciones a derechos fundamentales. La 

ambigüedad legislativa no solo genera inseguridad jurídica, sino que puede convertirse en un 

instrumento de control social discrecional, incompatible con los principios de un Estado 

democrático de derecho. Por ello, la labor del legislador debe estar guiada por el máximo rigor 

técnico, asegurando que cada disposición normativa cumpla con los requisitos de claridad, 

precisión y accesibilidad que exigen los sistemas jurídicos contemporáneos y los 

organismos internacionales de protección de derechos humanos. 

2.3. Bases filosóficas 

Según Kant, la antigua filosofía griega se categorizaba en tres disciplinas: la física, la ética 

y la lógica. En esta perspectiva, identificamos la ética como la ciencia que se dedica al estudio de 

la moral; y es precisamente este fenómeno el que forma parte de nuestra evaluación en este 

artículo. Buscamos desvincular conceptualmente la ética de lo mental. Por su parte, Aristóteles 

en su libro “Política” indicaba, a modo de comentario, que todos deberían participar de las 

virtudes morales, pero no de la misma forma, sino en la medida que les corresponde por la 

función a desempeñar en la sociedad. Por ello, el gobernante debe poseer de manera perfecta la 

virtud ética. Es así que, en la antigüedad, la moral se ha reconocido como la fuente de la virtud, 

un medio de corrección social, un origen de justicia y un ejemplo de ciudadanía (Oblitas, 2022). 

Años más tarde, Immanuel Kant, el filósofo prusiano de la Ilustración, escribió tres obras 

fundamentales sobre la razón y las ciencias. En dos de estas obras, ha examinado con especial 

atención el tema de la moral. Estas obras son la "Crítica a la Razón Práctica" y la 

"Fundamentación de la Metafísica de las Costumbres". En relación con este asunto, el autor 
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explica que el conocimiento racional y la moral se pueden entender de la siguiente manera: 

 

El pensamiento kantiano establece una distinción fundamental entre los tipos de 

conocimiento racional, separándolos en conocimiento material y formal. Mientras la lógica 

constituye la filosofía formal al centrarse en las reglas del pensamiento sin hacer distinciones 

entre objetos, la filosofía material se ocupa de objetos concretos y de las leyes que los rigen. 

Dentro de esta última, Kant distingue entre la física, que estudia las leyes de la naturaleza, y la 

ética, que se ocupa de las leyes de la libertad. Esta última, también denominada teoría de las 

costumbres, se enmarca en el ámbito de la filosofía material, dado que su estudio involucra el 

análisis de un objeto específico: la moralidad. Desde esta perspectiva, la ética es un conocimiento 

racional vinculado a las costumbres y no debe confundirse con un mero criterio subjetivo, una 

facultad mental, un fenómeno psíquico o una visión egoísta no racional. Su fundamento es 

normativo y se apoya en principios universales que orientan la acción moral de los individuos. 

La estructura de la ética kantiana incluye dos dimensiones esenciales: una parte empírica, 

denominada antropología práctica, que estudia los condicionantes externos y psicológicos de la 

moral, y una parte racional, denominada moral, que se basa en principios a priori que rigen la 

conducta moral de los seres humanos. En este sentido, la ética racional kantiana busca establecer 

una base objetiva para la moral, diferenciándola de cualquier interpretación subjetiva o 

relativista. Es un conocimiento que se construye a partir de la razón y que no depende de 

inclinaciones personales o circunstancias empíricas. La moral, como parte de la ética racional, se 

fundamenta en principios universales que regulan la libertad y la autonomía del individuo, 

garantizando así la universalidad de los preceptos éticos. De esta manera, Kant desarrolla un 

marco teórico en el cual la moralidad es entendida como el resultado de la razón práctica, lo que 

permite su evaluación y análisis en términos de normas objetivas aplicables a toda acción 

humana. 

Después de los pensadores socráticos, han surgido varias teorías que buscan reducir o 



61 
 

 

 

 

negar la importancia y el concepto de la moral. Algunos adoptan una perspectiva relativista, 

mientras que otros, incluso en la actualidad, la mezclan erróneamente con otros conceptos de 

naturaleza mental o psíquica. En relación con esta problemática, la presente investigación se basa 

filosóficamente en lo expuesto por Nino (1989), al considerar que el primer paso para comprender 

el fenómeno moral radica en darse cuenta de la trivialidad de que no cualquier cosa puede 

considerarse moral. Esa institución llamada moral sirve como un estándar para evaluar un criterio 

de comportamiento de manera objetiva. Constituye un límite que, aunque algunos aspectos 

pueden cambiar con el tiempo, siempre se redefine y refuerza en su autonomía con respecto al 

reconocimiento. Así, siguiendo la filosofía mencionada y la doctrina resumida, se puede inferir 

que la moral está sujeta a parámetros, siendo una ley que, para cumplir con los requisitos de 

validez, incorpora los siguientes elementos: autonomía, universalidad y la ausencia de 

condicionamiento por deseos o intereses. contingentes. Estos aspectos proporcionan un 

fundamento para rechazar aquellas posturas que relativizan la moral y buscan eliminarla al 

argumentar que es causa de la incapacidad debido a una supuesta ambigüedad. 

2.4. Definición de términos básicos 

➢ Contingente: En el ámbito jurídico, la contingencia adquiere una relevancia particular, 

ya que muchas normas y decisiones dependen de factores imprevisibles o circunstancias que 

pueden o no materializarse. Por ejemplo, en el derecho contractual, existen cláusulas de 

contingencia que establecen condiciones bajo las cuales una obligación puede surgir o 

extinguirse. Del mismo modo, en el derecho penal y constitucional, la contingencia puede estar 

presente en situaciones donde la aplicación de una norma depende de la interpretación del 

contexto en el que ocurre un hecho determinado. Desde una perspectiva filosófica y 

epistemológica, la contingencia también se contrapone a la necesidad, resaltando que ciertos 

eventos no están determinados de manera absoluta, sino que dependen de factores externos y 

cambiantes. Esto tiene implicaciones en la toma de decisiones y en la formulación de políticas 
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públicas, ya que los legisladores y jueces deben considerar la incertidumbre y la variabilidad de 

los hechos al momento de establecer normativas o fallos. Por tanto, la contingencia no solo es 

una característica de lo incierto, sino que también refleja la naturaleza dinámica y adaptable del 

derecho y de la sociedad en su conjunto. 

➢ Ética: Desde esta perspectiva, la ética no se limita a la evaluación de actos concretos, 

sino que también considera la omisión como un factor determinante en la responsabilidad moral. 

En este sentido, la negligencia, la falta de previsión y la ausencia de acción en situaciones donde 

se requiere una respuesta ética pueden tener consecuencias tan significativas como las acciones 

directas. Además, la ética se distingue de otras disciplinas normativas, como el derecho, en que 

no impone sanciones coercitivas, sino que orienta la conducta humana a través de principios y 

valores. Mientras que el derecho regula el comportamiento mediante normas establecidas por una 

autoridad, la ética se fundamenta en la reflexión racional y en la autodeterminación del individuo 

para obrar con justicia y responsabilidad. Por otro lado, la dimensión práctica de la ética implica 

su aplicación en diferentes esferas de la vida, como la ética profesional, la bioética y la ética 

pública, donde los principios morales guían las decisiones y el comportamiento de las personas 

en contextos específicos. En estos ámbitos, la ética no solo busca identificar lo correcto e 

incorrecto, sino también promover el desarrollo de una conciencia moral que fomente el bienestar 

colectivo y el respeto por la dignidad humana. 

➢ Incapacidad: Según la Real Academia Española (s.f.), la incapacidad se define como la 

falta de capacidad legal necesaria para llevar a cabo de manera válida ciertos actos o desempeñar 

ciertos cargos públicos. Esta condición puede originarse por diversas razones, como la minoría 

de edad, la interdicción judicial, la inhabilitación por sentencia firme o la existencia de 

impedimentos físicos o mentales que imposibiliten el ejercicio de determinadas funciones. En el 

ámbito jurídico, la incapacidad se clasifica en absoluta y relativa. La incapacidad absoluta impide 

a una persona realizar cualquier acto jurídico por sí misma, requiriendo siempre la intervención 
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de un representante legal. En contraste, la incapacidad relativa restringe únicamente ciertos actos 

o derechos, permitiendo que el individuo actúe en otros ámbitos con ciertas limitaciones o bajo 

supervisión. Desde una perspectiva constitucional y administrativa, la incapacidad puede ser una 

causal de destitución o inhabilitación para el ejercicio de cargos públicos. En muchos 

ordenamientos jurídicos, se exige que los funcionarios públicos cumplan con requisitos 

específicos de idoneidad y competencia para garantizar el adecuado desempeño de sus funciones, 

evitando así que la incapacidad afecte el interés general y la eficiencia de la administración estatal. 

➢ Legalidad: Orbegoso (2020) refiere que la concepción decimonónica del principio de 

legalidad implica que la ley tiene prioridad en la creación del Derecho. En términos generales, 

esto se traduce en que, en el contexto de la Administración Pública, el principio de legalidad 

implica la completa sujeción de esta última a la ley. En este sentido, el principio de legalidad se 

erige como una garantía fundamental dentro del Estado de Derecho, asegurando que toda 

actuación de los órganos administrativos se encuentre dentro del marco normativo vigente. Esto 

significa que las decisiones, regulaciones y medidas adoptadas por la Administración deben estar 

previamente establecidas en una norma jurídica, evitando así la arbitrariedad y garantizando la 

seguridad jurídica de los ciudadanos. Desde una perspectiva doctrinaria, este principio se 

encuentra estrechamente vinculado con el principio de reserva de ley, el cual exige que ciertos 

asuntos fundamentales solo puedan ser regulados por normas con rango de ley, excluyendo la 

discrecionalidad de la Administración en la creación de derechos y obligaciones para los 

ciudadanos. Asimismo, la sujeción de la Administración a la ley permite ejercer un control judicial 

efectivo sobre sus actos, posibilitando que cualquier actuación contraria a derecho pueda ser 

impugnada ante los tribunales competentes. 

➢ Moral: Según la Real Academia Española (s.f.), la moral tiene relación con las acciones 

de las personas, considerando cómo estas actúan en términos de lo correcto o incorrecto, y en 

función de su vida tanto individual como, especialmente, colectiva. En este sentido, la moral no 
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solo se refiere a un conjunto de normas o principios que regulan la conducta individual, sino que 

también tiene un carácter social, ya que influye en la convivencia y en la construcción de valores 

compartidos dentro de una comunidad. Su fundamento radica en la capacidad humana de 

discernir entre el bien y el mal, lo justo y lo injusto, lo que es aceptable y lo que no lo es dentro 

de un determinado contexto cultural y ético. Desde una perspectiva filosófica, la moral ha sido 

objeto de estudio desde la antigüedad por pensadores como Aristóteles, Kant y Nietzsche, 

quienes han abordado sus fundamentos desde distintas ópticas. Mientras Aristóteles vinculaba la 

moral con la virtud y la felicidad, Kant planteaba una ética basada en el deber y la razón, y 

Nietzsche criticaba la moral tradicional, proponiendo una moral basada en la voluntad de poder. 

En el ámbito jurídico, la moral juega un papel importante en la construcción del derecho, ya que 

muchas normas legales tienen su origen en principios morales ampliamente aceptados por la 

sociedad. Sin embargo, también se reconoce que derecho y moral no siempre coinciden, pues 

existen normas jurídicas que pueden ser consideradas inmorales y, a la inversa, principios 

morales que no necesariamente se traducen en leyes. 

➢ Vacancia: Según Munguía (2007), la vacancia se refiere a la condición por la cual la 

persona titular de un cargo queda impedida de continuar desempeñándolo. Cuando se trata de 

cargos alcanzados por medio del voto popular —como alcaldías, regidurías, presidencias, 

vicepresidencias y consejos regionales—, la figura de la vacancia supone la ruptura del vínculo 

de representación entre el funcionario electo y la ciudadanía. Este concepto reviste especial 

importancia en el derecho público, ya que incide directamente en la continuidad institucional y 

en el desarrollo adecuado de la función pública. La vacancia puede originarse por diversas causas, 

como la renuncia, la muerte, la incapacidad permanente, la destitución por infracciones legales o 

constitucionales, o la falta de idoneidad moral. Cada ordenamiento jurídico establece 

procedimientos específicos para la declaratoria de vacancia, los cuales deben garantizar el respeto 

al debido proceso y la legitimidad democrática. En el caso del Perú, por ejemplo, la vacancia 
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presidencial está regulada en el artículo 113° de la Constitución Política, estableciendo como 

causales la muerte, la renuncia aceptada por el Congreso, la destitución por incapacidad moral o 

física declarada por el Parlamento, la salida del territorio sin autorización y la destitución por 

infracción constitucional. Esta regulación busca mantener el equilibrio de poderes y la 

continuidad en la gobernanza del país. Desde una perspectiva política, la vacancia puede generar 

debates intensos en torno a la estabilidad democrática, ya que en algunos casos su aplicación 

puede estar influenciada por factores políticos más que estrictamente jurídicos. 

En este sentido, la utilización de la vacancia como mecanismo de control político ha sido 

objeto de controversia en distintos países, pues puede ser empleada como una herramienta de 

poder para alterar la voluntad popular expresada en las urnas. 

2.5. Hipótesis de investigación 

 

2.5.1. Hipótesis general 

La delimitación objetiva del término “incapacidad moral permanente” como causal de 

vacancia presidencial permitirá la prevalencia del principio de legalidad (Huaura, 2018- 2022). 

2.5.2. Hipótesis específicas 

He1: Definir subjetivamente el término “incapacidad moral permanente” como causal de 

vacancia presidencial no produce efectos negativos en la prevalencia del principio de ley cierta. 

He2: Definir objetivamente el término “incapacidad moral permanente” como causal de 

vacancia presidencial sí produce eficacia en la prevalencia del principio de ley estricta. 

2.5.3. Variables de investigación 

Variable independiente: Delimitación del término “incapacidad moral permanente” como 

causal de vacancia presidencial. 

Variable dependiente: Prevalencia del principio de legalidad. 

 

2.5. Cuadro de operacionalización de variables 
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Tabla 1 

Cuadro de operacionalización de variables 
 

VARIABLE 
DEFINICIÓN 

CONCEPTUAL 
DEFINICIÓN 

OPERACIONAL 
DIMENSIONES INDICADORES ITEMS ESCALA 

 
De acuerdo con lo 

señalado  por 

Hernández (2020), la 

incapacidad moral 

permanente representa 

un instrumento de 

control de carácter 

ético-político sobre el 

Presidente de la 

República, cuyo 

objetivo es valorar la 

adecuación de su 

comportamiento, con 

el propósito de que los 

representantes  de  la 
ciudadanía 

  
Ingobernabilidad 1 

 

  Definición 

subjetiva 
 

Discrecionalidad 

 

2 

 

Variable 

independiente: 

Delimitación 

del término 

“incapacidad 

moral 

permanente” 

como causal de 
vacancia 

presidencial. 

Se medirá 

recurriendo a las 

técnicas de 

análisis 

documental y 

encuesta a los 

abogados 

colegiados y 

habilitados del 

Ilustre Colegio de 

Abogados de 

Huaura. 

 
Incertidumbre política 3 

 

 Incapacidad permanente 4  

Moral pública como parámetro de 

evaluación 
5 

 

DE 
LIKERT 

Definición 

objetiva 

   

  Conducta infractora objetiva 6  

determinen si el    

mandatario  posee  la    

aptitud necesaria para    

conducir    

adecuadamente la    

búsqueda del bienestar    

colectivo.    
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14 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
Variable 

Según Cristóbal 

(2020), el principio 
de legalidad — 

también conocido 

como primacía de la 
ley— se presenta 

como   un   pilar 

 

 

Se medirá 

recurriendo a las 

técnicas de 

análisis 

documental y 

 

Ley cierta 

Ley estricta 

Regulación expresa 7 

Regulación inequívoca 8 

Interpretación extensiva 9 

Interpretación restrictiva 10 

Seguridad jurídica 11 

dependiente: 
Prevalencia del 

principio de 
legalidad. 

esencial del derecho 
público, cuyo 

contenido  central 

radica en  la 

subordinación del 

poder estatal a lo que 

encuesta a los 

abogados 

colegiados y 

habilitados del 

Ilustre Colegio de 
Abogados de 

Ley previa 
Prohibición de retroactividad 12 

 

 

 

 Oralidad 

DE 
LIKERT 

dispone la ley. Esta 

sujeción permite 
materializar la 

seguridad jurídica. 

Nota. Elaboración propia 

Huaura. Ley escrita 
Costumbre 

13 
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CAPÍTULO III METODOLOGÍA 

3.1. Diseño metodológico 

3.1.1 Tipo de Investigación 

En este sentido, la naturaleza aplicada de la investigación radica en su propósito de 

trasladar el conocimiento teórico al ámbito normativo y práctico, buscando generar soluciones 

concretas a problemas jurídicos identificados en la realidad. La elección de este enfoque se 

fundamenta en la necesidad de vincular la teoría con la práctica, promoviendo un impacto 

directo en la interpretación, aplicación o formulación de normativas que regulen situaciones 

sociales específicas. 

Como señala Valderrama (2014), las investigaciones aplicadas tienen el propósito de 

utilizar las teorías existentes para la producción de normas que permitan controlar procesos o 

situaciones de la realidad. En este caso, el estudio no solo describe un fenómeno jurídico, sino 

que también propone mecanismos o criterios que contribuyan a su comprensión y posible 

solución dentro del marco legal vigente. Asimismo, esta metodología aplicada permite evaluar 

la eficacia de las normas en el contexto social en el que operan, identificando vacíos normativos, 

conflictos de interpretación o deficiencias en su implementación. A través de este enfoque, la 

investigación no se limita a un análisis doctrinario o conceptual, sino que busca generar un 

impacto tangible en la mejora del ordenamiento jurídico y en la protección de derechos 

fundamentales. 

En efecto, los múltiples casos de vacancia presidencial que han afectado la 

gobernabilidad en el país, declarados por el CR, bajo la causal de incapacidad moral permanente 

bajo distintas concepciones, justifican la elaboración del presente estudio, el mismo que servirá 

para salvaguardar el principio de legalidad protegido y reconocido constitucionalmente. 

3.1.2 Nivel de Investigación 
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Explicativo: La presente investigación, en atención a su propósito específico, se orientó 

hacia un enfoque de nivel explicativo, ya que tuvo como objetivo principal indagar las razones 

por las cuales se presentan ciertos fenómenos, describiendo la forma en que se manifiestan las 

relaciones de causa y efecto entre las variables analizadas. En esa misma línea, Arias (2016) 

señala que este tipo de estudio se enfoca en comprender el origen de los hechos a través del 

análisis de vínculos causales. 

3.1.3 Diseño de Investigación 

El diseño metodológico adoptado en esta investigación fue de tipo no experimental, ya 

que no se efectuó intervención ni control sobre las variables analizadas, sino que se optó por 

observar el fenómeno tal como ocurre en su entorno real. En este sentido, se optó por un diseño 

transversal, ya que la recolección de información se llevó a cabo en un único momento en el 

tiempo, permitiendo medir y analizar las variables de investigación sin realizar un seguimiento 

longitudinal. Este tipo de diseño es especialmente útil cuando se busca describir la relación 

entre variables o evaluar la situación de un fenómeno en un periodo determinado, sin necesidad 

de realizar intervenciones o experimentaciones que puedan modificar el comportamiento de los 

sujetos estudiados. De esta manera, se obtiene una visión panorámica de la problemática 

analizada, lo que facilita la identificación de patrones, tendencias o correlaciones dentro del 

marco teórico propuesto. Además, al tratarse de una investigación con enfoque correlacional, 

este diseño permitió examinar la posible relación entre las variables sin establecer una relación 

de causalidad directa. De esta manera, se garantiza un análisis basado en datos empíricos 

obtenidos en su contexto real, proporcionando una base sólida para el desarrollo de conclusiones 

fundamentadas y la generación de recomendaciones aplicables en el ámbito jurídico. 

3.1.4 Enfoque de Investigación 

 

Este estudio se desarrolló bajo un enfoque cualitativo, ya que, si bien se identificaron 

variables  susceptibles  de  cuantificación,  tanto  los  hallazgos  como  las  conclusiones 
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trascendieron el análisis meramente numérico. En este sentido, la aplicación de la encuesta no 

tuvo como objetivo principal la obtención de cifras estadísticas, sino que se orientó a determinar 

en qué medida la delimitación del término "incapacidad moral permanente" como causal de 

vacancia presidencial permite la prevalencia del principio de legalidad en el contexto jurídico y 

político de Huaura durante el periodo 2018-2022. 

El enfoque cualitativo permitió un análisis interpretativo del problema, considerando 

elementos normativos, doctrinarios y jurisprudenciales que contribuyen a la comprensión del 

impacto de la falta de precisión en la regulación de esta causal. Además, se exploraron las 

percepciones y opiniones de expertos en derecho constitucional y actores jurídicos clave, lo que 

enriqueció la investigación con una perspectiva más amplia sobre los efectos de la aplicación 

de este concepto en el sistema político peruano. En consecuencia, este enfoque facilitó la 

identificación de tendencias, contradicciones y vacíos normativos, permitiendo formular 

propuestas que contribuyan a fortalecer la seguridad jurídica y la legitimidad de los procesos de 

vacancia presidencial en el país. 

3.2. Población y muestra 

 

3.2.1. Población 

 

 

La población de estudio estuvo conformada por los abogados colegiados y habilitados 

del Ilustre Colegio de Abogados de Huaura al año 2022, dentro de los cuales están 

comprendidos los fiscales, jueces y abogados litigantes. Así, de la información obtenida en su 

página web, se tiene que, hasta diciembre del 2022, se contaba con 5692 abogados agremiados. 

Por otro lado, se tendrá en consideración al conjunto de pronunciamientos emitidos por 

el CR del Perú respecto a la incapacidad moral permanente como causal de vacancia 

presidencial, durante los años 2018-2022. 

3.2.2. Muestra 

Con el propósito de determinar el número de abogados colegiados y habilitados del Ilustre 
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Colegio de Abogados de Huaura que serían incluidos en la encuesta, se aplicó la siguiente 

fórmula estadística para el cálculo del tamaño muestral. 

 

Muestra de la unidad de análisis: 
 

 

 

nl = El tamaño de muestra poblacional es de 95 personas a encuestar. 

 

Por este motivo, se seleccionaron aquellos pronunciamientos emitidos durante el 
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período 2018-2022 que estuvieran publicados en la página web oficial del Congreso de la 

República. La elección de este método se fundamentó en la necesidad de obtener datos accesibles 

y verificables en fuentes oficiales, permitiendo así un análisis estructurado de la evolución y 

aplicación de esta causal de vacancia en el contexto político peruano. Este enfoque posibilitó el 

estudio de las tendencias interpretativas y argumentativas empleadas por el Congreso en los 

casos analizados, así como la identificación de patrones en la fundamentación de las decisiones 

legislativas sobre la vacancia presidencial por incapacidad moral permanente. 

3.3. Técnicas de recolección de datos 

3.3.1. Técnicas a emplear 

a) Análisis documental: Dentro de la investigación cualitativa, el análisis documental 

constituye una herramienta clave que facilita la revisión de fuentes escritas con el objetivo de 

obtener información significativa de forma ordenada y metódica. En este sentido, la 

Universidad Nacional Autónoma de Nicaragua - Managua (2020) señala que esta técnica es una 

vía útil y eficaz para seleccionar las ideas centrales de un texto, permitiendo expresar su 

contenido con claridad informativa y ubicar los elementos que sirven como evidencia 

documental. En este sentido, el análisis documental facilita la organización, interpretación y 

categorización de la información contenida en textos legales, normativos o institucionales, lo 

que resulta particularmente útil en investigaciones jurídicas y sociales. A través de este enfoque, 

se pueden identificar patrones argumentativos, antecedentes legislativos y criterios 

jurisprudenciales, lo que contribuye a la comprensión integral de fenómenos jurídicos como 

la aplicación de la causal de incapacidad moral permanente en la vacancia presidencial. 

Asimismo, al aplicar esta técnica a pronunciamientos oficiales del Congreso de la República 

del Perú (2018-2022), se garantiza un análisis riguroso basado en fuentes primarias, 

permitiendo evaluar la evolución de los criterios interpretativos y las tendencias en la toma de 

decisiones legislativas sobre esta figura constitucional. 
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b) Encuesta: En la presente investigación, la encuesta fue seleccionada como la técnica de 

recolección de datos más adecuada, considerando que permite obtener información directa de 

los participantes sobre la delimitación del término “incapacidad moral permanente” como 

causal de vacancia presidencial y su relación con la prevalencia del principio de legalidad. Esta 

técnica será aplicada a los 95 abogados colegiados y habilitados del Ilustre Colegio de 

Abogados de Huaura al año 2022, quienes, por su formación y experiencia, pueden proporcionar 

percepciones fundamentadas sobre el tema de estudio. Sobre la encuesta como técnica de 

investigación. De acuerdo con Arias (2016), la encuesta se reconoce como una técnica 

característica del enfoque de investigación de campo, debido a que posibilita la obtención de 

datos directamente de los participantes en el entorno donde se desarrollan. Asimismo, Olvera 

(2015) destaca que la encuesta constituye un proceso estructurado de recopilación de 

información, mediante el cual el investigador formula preguntas a los participantes con el fin 

de obtener los datos requeridos, los cuales luego son agrupados y analizados para su 

interpretación. Bajo esta perspectiva, la aplicación de encuestas a los abogados permitirá 

identificar tendencias, percepciones y argumentos jurídicos sobre la problemática investigada, 

asegurando un análisis basado en la experiencia y conocimientos de especialistas en derecho 

constitucional. 

3.3.2. Descripción de los instrumentos 

a) Ficha de síntesis: La función de este instrumento radicó en registrar y analizar una 

sección relevante de los pronunciamientos emitidos por el Congreso de la República del Perú 

respecto a la incapacidad moral permanente como causal de vacancia presidencial, en el período 

comprendido entre los años 2018 y 2022. Este análisis documental permitió identificar criterios, 

argumentos y tendencias interpretativas adoptadas en los pronunciamientos del Congreso, 

contribuyendo así a la comprensión del impacto de esta causal en la estabilidad institucional y 

la prevalencia del principio de legalidad. El registro de estos pronunciamientos se realizará 

mediante una revisión sistemática de las fuentes oficiales, garantizando que la información 
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recopilada sea verificable, objetiva y pertinente para el estudio. 

 

b) Cuestionario de preguntas: Para la recolección de datos en la presente investigación, 

se empleará un cuestionario compuesto por preguntas cerradas con opciones de respuesta 

múltiple. Esta metodología permitirá que los participantes seleccionen una alternativa dentro 

de un conjunto previamente definido, evitando respuestas abiertas o subjetivas que puedan 

dificultar el análisis de la información. En este sentido, Olvera (2015) destaca que los 

cuestionarios estructurados bajo este formato tienen la ventaja de permitir la recopilación de 

datos de manera ordenada y sistemática. Además, gracias a su naturaleza cerrada, facilitan la 

organización y cuantificación de las respuestas, posibilitando la presentación de la información 

en términos numéricos, lo que contribuye a la claridad y precisión del estudio. Este enfoque 

resulta particularmente útil para analizar tendencias y patrones en las respuestas de los 

encuestados, proporcionando un marco sólido para la interpretación de los resultados y 

asegurando que la información obtenida sea comparable y fácilmente procesable. 

3.3.2.1. Confiabilidad del instrumento 

Para cumplir con el propósito de evaluar la fiabilidad del instrumento de recolección de 

datos, se empleó el coeficiente alfa de Cronbach, el cual es ampliamente utilizado en 

investigaciones donde las respuestas se presentan en formato de opciones múltiples, como en 

el caso de escalas tipo Likert. Este coeficiente permite medir la consistencia interna del 

cuestionario, asegurando que los ítems incluidos reflejen de manera coherente la variable que 

se pretende analizar. En cuanto a su cálculo, es fundamental considerar que el valor del alfa de 

Cronbach oscila entre 0 y 1, siendo estos extremos representativos de niveles opuestos de 

fiabilidad. Un valor de 0 indicaría que el instrumento carece completamente de fiabilidad, lo 

que significaría que sus ítems no guardan relación entre sí. En contraste, un valor de 1 reflejaría 

una fiabilidad absoluta, lo que implica que todas las preguntas del cuestionario miden de manera 

consistente la misma dimensión o constructo. 
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La interpretación de los valores intermedios del coeficiente es esencial para determinar 

la calidad del instrumento. En términos generales, se considera que un alfa de Cronbach superior 

a 0.7 es aceptable, mientras que valores por encima de 0.8 reflejan una fiabilidad alta, y aquellos 

que superan 0.9 se interpretan como una consistencia interna excelente. De este modo, la 

aplicación de esta prueba estadística permite garantizar la robustez del cuestionario, 

optimizando la precisión y validez de los datos obtenidos en la investigación. 

 

Según lo expresado por Palella y Martins (2012), la valoración del nivel de confiabilidad 

de un instrumento se realiza con base en los siguientes criterios establecidos para interpretar su 

magnitud: 

Tabla 2 

Magnitud del Coeficiente Alfa de Cronbach 
 

Nota. Parámetros para determinar confiabilidad del instrumento 

 

Tabla 3 

Resumen de procesamiento de casos 
 

  N % 
 Válido 95 100,0 

Casos Excluidoa 0 ,0 

 Total 95 100,0 

a. La eliminación por lista se basa en todas las variables del procedimiento. 

Nota. Alfa de Cronbach – SPSS 

Tabla 4 

Estadística de fiabilidad 
 

Alfa de Cronbach 
Alfa de Cronbach basada en 
elementos estandarizados 

N de elementos 

,710 ,725 17 

Nota. Resultado SPSS 
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Tabla 5 

Estadística total – elemento 
 

 Media de 

escala si el 

elemento se 

ha 

suprimido 

Varianza de 

escala si el 

elemento se 

ha 

suprimido 

Correlación 

total de 

elementos 

corregida 

 

Correlación 

múltiple a 

cuadrado 

Alfa de 

Cronbach si 

el elemento 

se ha 

suprimido 

P1 72,54 5,826 ,663 . ,641 

P2 72,54 5,826 ,663 . ,641 

P3 72,59 7,053 ,278 . ,700 

P4 72,63 7,895 -,090 . ,759 

P5 72,41 6,968 ,494 . ,680 

P6 72,35 7,974 -,060 . ,722 

P7 72,39 7,879 -,052 . ,738 

P8 72,40 7,370 ,273 . ,700 

P9 72,46 7,847 -,021 . ,729 

P10 72,41 6,713 ,651 . ,665 

P11 72,35 7,208 ,520 . ,685 

P12 72,40 7,264 ,336 . ,695 

P13 72,53 6,635 ,509  ,672 

P14 72,41 7,479 ,197  ,707 

P15 72,40 7,009 ,492  ,681 

P16 72,46 7,017 ,384  ,6884 

P17 72,46 7,017 ,384  ,6884 

 

Nota. Nuestro Alfa de Cronbach fue de 0,725 lo cual muestra un Alfa de Cronbach con 

magnitud Alta, al ser mayor a 0.61 de confiabilidad, conforme a la tabla de medición. 

3.3.2.2. Escala valorativa 

Escala de Likert: El instrumento de recolección de datos se estructura mediante un 

conjunto de afirmaciones, diseñadas con el propósito de obtener la percepción del sujeto de 

análisis respecto a la temática estudiada. Para ello, se emplea una escala de medición compuesta 

por cinco niveles de respuesta, en los cuales el encuestado deberá seleccionar la opción que 

mejor represente su grado de acuerdo o desacuerdo con cada enunciado planteado. Este enfoque, 

tal como lo señala Barrantes (2014), permite capturar con mayor precisión las opiniones y 

actitudes de los participantes, facilitando el análisis cuantitativo de los datos recopilados. 

Al proporcionar una gama de respuestas estructuradas, se logra uniformidad en la 
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medición de las variables, permitiendo posteriormente la aplicación de herramientas estadísticas 

para evaluar la consistencia y fiabilidad del instrumento. El uso de esta escala facilita la 

categorización de las respuestas en rangos específicos, lo que resulta fundamental para 

interpretar los patrones de opinión dentro de la muestra seleccionada. De este modo, se obtiene 

una representación más objetiva y sistemática de las tendencias observadas, contribuyendo a la 

validez y rigor del estudio. 

1 2 3 4 5 

Totalmente en 

desacuerdo 

En desacuerdo Ni de acuerdo 

ni en desacuerdo 

De acuerdo Totalmente 

de acuerdo 

 

3.4. Técnicas para el procesamiento de la información 

 

3.4.1. Recolección de los datos 

Se efectuaron 3 procedimientos: 

 

a) Entrada: La recolección de datos en la presente investigación se llevó a cabo mediante 

la aplicación de técnicas adecuadas para el análisis de las variables establecidas. Este proceso 

consistió en la obtención sistemática de información relevante, la cual permitió evaluar la 

relación entre los elementos de estudio y, con ello, responder a los objetivos planteados en la 

investigación. Para lograr este propósito, se implementó una técnica específica de recolección 

de datos que garantizó la validez y confiabilidad de la información obtenida. La técnica 

seleccionada permitió estructurar un conjunto de indicadores medibles, facilitando la 

recopilación de evidencia empírica vinculada a las variables de análisis. Los datos obtenidos a 

partir de la aplicación de la técnica fueron organizados y sistematizados con el fin de proceder 

a su análisis e interpretación. Este proceso aseguró que la información recopilada reflejara de 

manera precisa la realidad estudiada, proporcionando una base sólida para la formulación de 
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conclusiones fundamentadas. 

 

b) Proceso: El filtro de clasificación de información es un proceso fundamental dentro de 

la investigación, ya que permite seleccionar y organizar los datos más relevantes en función de 

los objetivos planteados. Para ello, se establecieron criterios específicos que orientaron la 

identificación de aquellos elementos que contribuyen de manera significativa al análisis de las 

variables de estudio. En primer lugar, se aplicó un criterio de pertinencia, mediante el cual se 

descartó cualquier información que no guardara relación directa con el problema de 

investigación. Esto garantizó que solo se consideraran datos alineados con los aspectos 

fundamentales del estudio. Asimismo, se empleó un criterio de fiabilidad, priorizando fuentes 

académicas, científicas y normativas reconocidas, con el propósito de asegurar la calidad y 

validez de la información utilizada. De igual modo, se realizó una clasificación por relevancia 

temática, organizando los datos según su nivel de impacto en el desarrollo del marco teórico y 

el análisis de resultados. 

c) Salida: Aplicación de la información clasificada en la contrastación de la hipótesis y la 

elaboración de conclusiones. 

3.4.2. Codificación 

El proceso en cuestión está orientado a la estructuración y disposición sistemática de la 

información conforme a criterios preestablecidos que faciliten su análisis y comprensión. Esta 

organización se lleva a cabo mediante la clasificación de los datos en diferentes categorías, 

niveles o escalas, lo que permite una mejor segmentación y estructuración del contenido. Para 

lograrlo, se emplean herramientas específicas que pueden incluir la asignación de valores 

numéricos o simbólicos a cada elemento de la información recopilada, dependiendo de la 

naturaleza de los datos y del propósito del estudio. De esta manera, se logra una representación 

clara y ordenada, lo que facilita la identificación de patrones, tendencias o relaciones entre las 

distintas variables analizadas. Además, esta metodología garantiza una sistematización 
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coherente, permitiendo que la información sea interpretada de manera más eficiente, lo que 

resulta fundamental en investigaciones académicas o científicas. La utilización de categorías, 

escalas o niveles específicos favorece la precisión en la presentación de los datos, evitando la 

ambigüedad y asegurando que la información pueda ser contrastada, comparada y utilizada de 

manera efectiva en el desarrollo de conclusiones fundamentadas. 

3.4.3. Tabulación 

El procedimiento implica la creación de tablas diseñadas específicamente para 

cuantificar y organizar de manera estructurada la información obtenida a partir de la muestra 

seleccionada en la investigación. Con ese propósito, se utilizó el programa estadístico SPSS, 

reconocido por su eficacia en el tratamiento de extensos conjuntos de datos y por ofrecer 

resultados precisos a través de distintos tipos de análisis y representaciones. A través de la 

aplicación de este programa, se pueden tabular los datos de manera sistemática, permitiendo su 

clasificación según diferentes variables o criterios de análisis. Este proceso facilita la 

transformación de la información cualitativa y cuantitativa en valores numéricos que pueden ser 

procesados estadísticamente, otorgando una mayor precisión en la interpretación de los 

resultados. Además, la elaboración de tablas mediante SPSS no solo permite la organización de 

los datos, sino también su visualización clara y ordenada, lo que contribuye a una mejor 

identificación de tendencias, correlaciones y patrones dentro de la muestra analizada. Esto 

resulta esencial en la investigación, ya que proporciona una base sólida para la contrastación de 

hipótesis y la formulación de conclusiones fundamentadas en evidencia empírica. 

3.4.4. Registro de los datos 

En el desarrollo de la investigación, se procederá a la utilización de índices que permitan 

estructurar y organizar el contenido general del estudio, siguiendo los lineamientos establecidos 

en el Reglamento de Grados y Títulos vigente de la Universidad Nacional José Faustino Sánchez 

Carrión. Estos índices no solo facilitarán la navegación a lo largo del documento, sino que 
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también garantizarán el cumplimiento de los requisitos formales exigidos por la institución 

académica. Asimismo, se incorporarán índices específicos para las tablas y gráficos utilizados 

en la investigación. Estos elementos desempeñan un papel crucial en la presentación de los 

datos analizados, ya que permiten visualizar de manera clara y estructurada la información 

obtenida. La inclusión de un índice de tablas facilitará la rápida identificación de los cuadros 

estadísticos y comparativos empleados, mientras que el índice de gráficos permitirá ubicar de 

forma eficiente las representaciones visuales utilizadas para ilustrar los hallazgos de la 

investigación. El uso de estos índices contribuirá a una mayor coherencia y sistematicidad en la 

presentación del estudio, proporcionando una estructura organizada que facilite la consulta y 

revisión del contenido. De este modo, se asegurará que la investigación cumpla con los 

estándares académicos exigidos y que la información se encuentre debidamente categorizada y 

accesible para su análisis e interpretación. 

3.4.5. Presentación de datos 

El procesamiento de la información recolectada se llevará a cabo mediante la elaboración 

de tablas y gráficos, los cuales servirán como herramientas fundamentales para la organización 

y análisis de los datos obtenidos a través de la aplicación de la encuesta. Estas representaciones 

visuales permitirán estructurar de manera clara y ordenada los resultados, facilitando su 

interpretación y asegurando una mejor comprensión de los hallazgos obtenidos en la 

investigación. Las tablas presentarán los datos numéricos de forma sistemática, permitiendo la 

comparación entre diferentes categorías y variables analizadas. A su vez, los gráficos 

complementarán esta información, proporcionando una representación visual que facilitará la 

identificación de tendencias, patrones y relaciones entre los elementos evaluados. De esta 

manera, se podrá observar de forma más intuitiva la magnitud y distribución de los resultados, 

lo que contribuirá a la validación de la hipótesis y a la formulación de conclusiones 

fundamentadas. Finalmente, el análisis de la información representada en tablas y gráficos será 
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llevado a cabo por el investigador, quien se encargará de interpretar los datos y extraer 

conclusiones relevantes a partir de ellos. Esta etapa del estudio es crucial, ya que permitirá 

evidenciar las relaciones significativas entre las variables investigadas y respaldar, con base en 

datos empíricos, los planteamientos teóricos expuestos en la investigación. 
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CAPÍTULO IV RESULTADOS 

 

 

4.1. Análisis de resultados 

 

4.1.1. Análisis de los resultados obtenidos en la aplicación del cuestionario de 

preguntas 

Según el estudio que tomó en cuenta las variables: 

 

Variable independiente: Delimitación del término “incapacidad moral permanente” como 

causal de vacancia presidencial 

Dimensión N.° 1: Definición subjetiva 

 

Pregunta 01: ¿Usted cree que la vacancia presidencial por la causal de incapacidad moral 

permanente debe dictarse atendiendo a un criterio subjetivo como la situación de 

ingobernabilidad? 

Tabla 6 

Opinión sobre el indicador: ingobernabilidad 
 

  
Frecuencia Porcentaje 

Porcentaje 
válido 

Porcentaje 
acumulado 

 "A veces" 6 6,3 6,3 6,3 

Válido 
"Casi siempre" 12 12,6 12,6 18,9 

"Siempre" 77 81,1 81,1 100,0 
 Total 95 100,0 100,0  

 

Figura 1 

Porcentaje de opinión sobre el indicador: ingobernabilidad 
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Nota. Elaboración propia 

 

 

Interpretación: De la figura 01, se observa que un 81,05% respondió “siempre”, el 

12,63% “casi siempre” y el 6,32% “a veces”. En consecuencia, la mayoría de encuestados 

consideran que la vacancia presidencial por la causal de incapacidad moral permanente debe 

dictarse atendiendo a un criterio subjetivo como la situación de ingobernabilidad. 

Pregunta 02: ¿Usted cree que la vacancia presidencial por la causal de incapacidad moral 

permanente no debe dictarse atendiendo a temas discrecionales? 

Tabla 7 

Opinión sobre el indicador: discrecionalidad 
 

  
Frecuencia Porcentaje 

Porcentaje 
válido 

Porcentaje 
acumulado 

 "A veces" 6 6,3 6,3 6,3 

Válido 
"Casi siempre" 12 12,6 12,6 18,9 

"Siempre" 77 81,1 81,1 100,0 
 Total 95 100,0 100,0  

 

Figura 2 

Porcentaje de opinión sobre el indicador: discrecionalidad 
 

 

Nota. Elaboración propia 
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Interpretación: De la figura 02, se observa que un 81,05% respondió “siempre”, el 12,63% 

“casi siempre” y el 6,32% “a veces”. En consecuencia, la mayoría de encuestados consideran 

que la vacancia presidencial por la causal de incapacidad moral permanente no debe dictarse 

atendiendo a temas discrecionales. 

Pregunta 03: ¿Usted cree que adoptar una definición subjetiva de la causal de incapacidad moral 

permanente generará incertidumbre política? 

Tabla 8 

Opinión sobre el indicador: incertidumbre política 
 

  
Frecuencia Porcentaje 

Porcentaje 
válido 

Porcentaje 
acumulado 

 "Casi siempre" 29 30,5 30,5 30,5 

Válido "Siempre" 66 69,5 69,5 100,0 
 Total 95 100,0 100,0  

Figura 3 

Porcentaje de opinión sobre el indicador: incertidumbre política 
 

 

Nota. Elaboración propia 

 

Interpretación: De la figura 03, se observa que un 69,47% respondió “siempre” y el 30,53% 

“casi siempre”. En consecuencia, la mayoría de encuestados consideran que adoptar una 

definición subjetiva de la causal de incapacidad moral permanente generará incertidumbre 

política. 

Pregunta 04: ¿Usted cree que definir subjetivamente el término “incapacidad moral 
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permanente” como causal de vacancia presidencial produce efectos negativos en la prevalencia 

del principio de ley cierta? 

Tabla 9 

Opinión sobre la primera hipótesis específica planteada 
 

  
Frecuencia Porcentaje 

Porcentaje 
válido 

Porcentaje 
acumulado 

 "A veces" 6 6,3 6,3 6,3 

Válido 
"Casi siempre" 21 22,1 22,1 28,4 

"Siempre" 68 71,6 71,6 100,0 
 Total 95 100,0 100,0  

Figura 4 

Porcentaje de opinión sobre la primera hipótesis específica planteada 
 

 

 

Nota. Elaboración propia 

 

Interpretación: De la figura 04, se observa que un 71,58% respondió “siempre”, el 22,11% 

“casi siempre” y el 6,32% “a veces”. En consecuencia, la mayoría de encuestados consideran 

que definir subjetivamente el término “incapacidad moral permanente” como causal de 

vacancia presidencial produce efectos negativos en la prevalencia del principio de ley cierta. 
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Dimensión N.° 2: Definición objetiva 

 

Pregunta 05: ¿Usted cree que debe definirse de manera objetiva la causal de incapacidad moral 

permanente? 

Tabla 10 

Opinión sobre el indicador: incapacidad permanente 
 

  
Frecuencia Porcentaje 

Porcentaje 
válido 

Porcentaje 
acumulado 

 "Casi siempre" 12 12,6 12,6 12,6 

Válido "Siempre" 83 87,4 87,4 100,0 
 Total 95 100,0 100,0  

Figura 5 

Porcentaje de opinión sobre el indicador: incapacidad permanente 
 

Nota. Elaboración propia 

 

Interpretación: De la figura 05, se observa que un 87,37% respondió “siempre” y el 12,63% 

“casi siempre”. En consecuencia, la mayoría de encuestados consideran que debe definirse de 

manera objetiva la causal de incapacidad moral permanente. 

Pregunta 06: ¿Usted cree que la moral pública es un parámetro de evaluación adecuado para 

imputar la incapacidad moral permanente? 
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Tabla 11 

Opinión sobre el indicador: moral pública como parámetro de evaluación 
 

  
Frecuencia Porcentaje 

Porcentaje 
válido 

Porcentaje 
acumulado 

 "Casi siempre" 6 6,3 6,3 6,3 

Válido "Siempre" 89 93,7 93,7 100,0 
 Total 95 100,0 100,0  

 

Nota. Elaboración propia 

 

Interpretación: De la figura 06, se observa que un 93,68% respondió “siempre” y el 6,32% 

“casi siempre”. En consecuencia, la mayoría de encuestados consideran que la moral pública es 

un parámetro de evaluación adecuado para imputar la incapacidad moral permanente. 

Pregunta 07: ¿Usted cree que la conducta infractora en la configuración de la causal de 

incapacidad moral permanente debe tener una base objetiva? 

Tabla 12 

Opinión sobre el indicador: conducta infractora objetiva 
 

  
Frecuencia Porcentaje Porcentaje válido 

Porcentaje 
acumulado 

 "A veces" 5 5,3 5,3 5,3 

Válido "Siempre" 90 94,7 94,7 100,0 
 Total 95 100,0 100,0  

Figura 6 

Porcentaje de opinión sobre el indicador: moral pública como parámetro de evaluación 
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Figura 7 

Porcentaje de opinión sobre el indicador: conducta infractora objetiva 
 

Nota. Elaboración propia 

Interpretación: De la figura 07, se observa que un 94,74% respondió “siempre” y el 5,26% 

“casi siempre”. En consecuencia, la mayoría de encuestados consideran que la conducta 

infractora en la configuración de la causal de incapacidad moral permanente debe tener una 

base objetiva. 

Variable dependiente: Prevalencia del principio de legalidad Dimensión N.° 1: Ley cierta 

Pregunta 08: ¿Usted cree que debe existir una regulación expresa que detalle el contenido de la 

causal de incapacidad moral permanente? 

Tabla 13 

Opinión sobre el indicador: regulación expresa 
 

  
Frecuencia Porcentaje 

Porcentaje 
válido 

Porcentaje 
acumulado 

 "Casi siempre" 11 11,6 11,6 11,6 

Válido "Siempre" 84 88,4 88,4 100,0 
 Total 95 100,0 100,0  
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Figura 8 

Porcentaje de opinión sobre el indicador: regulación expresa 
 

 

Nota. Elaboración propia 

Interpretación: De la figura 08, se observa que un 88,42% respondió “siempre” y el 11,58% 

“casi siempre”. En consecuencia, la mayoría de encuestados consideran que debe existir una 

regulación expresa que detalle el contenido de la causal de incapacidad moral permanente. 

Pregunta 09: ¿Usted cree que debe existir una regulación inequívoca del contenido de la causal 

de incapacidad moral permanente? 

Tabla 14 

Opinión sobre el indicador: regulación inequívoca 
 

  
Frecuencia Porcentaje 

Porcentaje 
válido 

Porcentaje 
acumulado 

 "Casi siempre" 17 17,9 17,9 17,9 

Válido "Siempre" 78 82,1 82,1 100,0 
 Total 95 100,0 100,0  
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Figura 9 

Porcentaje de opinión sobre el indicador: regulación inequívoca 
 

 

Nota. Elaboración propia 

 

Interpretación: De la figura 09, se observa que un 82,11% respondió “siempre” y el 17,89% 

“casi siempre”. En consecuencia, la mayoría de encuestados consideran que debe existir una 

regulación inequívoca del contenido de la causal de incapacidad moral permanente. 

Dimensión N.° 2: Ley estricta 

 

Pregunta 10: ¿Usted cree que no debe aplicarse una interpretación extensiva a la hora de evaluar 

la configuración de la causal de incapacidad moral permanente? 

Tabla 15 

Opinión sobre el indicador: interpretación extensiva 
 

  
Frecuencia Porcentaje 

Porcentaje 
válido 

Porcentaje 
acumulado 

 "Casi siempre" 12 12,6 12,6 12,6 

Válido "Siempre" 83 87,4 87,4 100,0 
 Total 95 100,0 100,0  
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Figura 10 

Porcentaje de opinión sobre el indicador: interpretación extensiva 
 

Nota. Elaboración propia 

 

Interpretación: De la figura 10, se observa que el 87,37% respondió “siempre” y el 12,63% 

“casi siempre”. En consecuencia, la mayoría de encuestados consideran que no debe aplicarse 

una interpretación extensiva a la hora de evaluar la configuración de la causal de incapacidad 

moral permanente. 

Pregunta 11: ¿Usted cree que debe aplicarse una interpretación restrictiva a la hora de evaluar 

la configuración de la causal de incapacidad moral permanente? 

Tabla 16 

Opinión sobre el indicador: interpretación restrictiva 
 

  
Frecuencia Porcentaje 

Porcentaje 
válido 

Porcentaje 
acumulado 

 "Casi siempre" 6 6,3 6,3 6,3 

Válido "Siempre" 89 93,7 93,7 100,0 
 Total 95 100,0 100,0  
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Figura 11 

Porcentaje de opinión sobre el indicador: interpretación restrictiva 
 

 

Nota. Elaboración propia 

Interpretación: De la figura 11, se observa que el 93,68% respondió “siempre” y el 6,32% 

“casi siempre”. En consecuencia, la mayoría de encuestados consideran que debe aplicarse una 

interpretación restrictiva a la hora de evaluar la configuración de la causal de incapacidad moral 

permanente. 

Pregunta 12: ¿Usted cree que definir objetivamente el término “incapacidad moral permanente” 

como causal de vacancia presidencial sí produce eficacia en la prevalencia del principio de ley 

estricta? 

Tabla 17 

Opinión sobre la segunda hipótesis específica planteada 
 

  
Frecuencia Porcentaje 

Porcentaje 
válido 

Porcentaje 
acumulado 

 "Casi siempre" 11 11,6 11,6 11,6 

Válido "Siempre" 84 88,4 88,4 100,0 
 Total 95 100,0 100,0  
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Figura 12 

Porcentaje de opinión sobre la segunda hipótesis específica planteada 

 

 

Nota. Elaboración propia 

Interpretación: De la figura 12, se observa que el 88,42% respondió “siempre” y el 11,58% 

“casi siempre”. En consecuencia, la mayoría de encuestados consideran que definir 

objetivamente el término “incapacidad moral permanente” como causal de vacancia 

presidencial sí produce eficacia en la prevalencia del principio de ley estricta. 

Dimensión N.° 3: Ley previa 

 

 

Pregunta 13: ¿Usted cree que delimitar objetivamente el término “incapacidad moral 

permanente” como causal de vacancia presidencial permitirá garantizar el principio de 

seguridad jurídica? 

Tabla 18 

Opinión sobre el indicador: seguridad jurídica 
 

  
Frecuencia Porcentaje 

Porcentaje 
válido 

Porcentaje 
acumulado 

 "Casi siempre" 23 24,2 24,2 24,2 

Válido "Siempre" 72 75,8 75,8 100,0 
 Total 95 100,0 100,0  
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Figura 13 

Porcentaje de opinión sobre el indicador: seguridad jurídica 
 

 

Nota. Elaboración propia 

 

Interpretación: De la figura 13, se observa que el 75,79% respondió “siempre” y el 24,21% 

“casi siempre”. En consecuencia, la mayoría de encuestados consideran que delimitar 

objetivamente el término “incapacidad moral permanente” como causal de vacancia 

presidencial permitirá garantizar el principio de seguridad jurídica. 

Pregunta 14: ¿Usted cree que si la causal de incapacidad moral permanente no está claramente 

definida existe el riesgo de que se utilice para juzgar conductas pasadas con criterios nuevos o 

reinterpretados vulnerando el principio de irretroactividad de la ley? 

Tabla 19 

Opinión sobre el indicador: prohibición de retroactividad 
 

  
Frecuencia Porcentaje 

Porcentaje 
válido 

Porcentaje 
acumulado 

 "Casi siempre" 12 12,6 12,6 12,6 

Válido "Siempre" 83 87,4 87,4 100,0 
 Total 95 100,0 100,0  



95 
 

 

Figura 14 

Porcentaje de opinión sobre el indicador: prohibición de retroactividad 
 

 

Nota. Elaboración propia 

 

Interpretación: De la figura 14, se observa que el 87,37% respondió “siempre” y el 12,63% 

“casi siempre”. En consecuencia, la mayoría de encuestados consideran que si la causal de 

incapacidad moral permanente no está claramente definida existe el riesgo de que se utilice para 

juzgar conductas pasadas con criterios nuevos o reinterpretados vulnerando el principio de 

irretroactividad de la ley. 

Dimensión N.° 4: Ley escrita 

 

Pregunta 15: ¿Usted cree que el proceso de vacancia presidencial debe llevarse a cabo de manera 

pública y oral garantizando la transparencia y evitando interpretaciones basadas en criterios 

discrecionales? 

Tabla 20 

Opinión sobre el indicador: oralidad 
 

  
Frecuencia Porcentaje 

Porcentaje 
válido 

Porcentaje 
acumulado 

 "Casi siempre" 11 11,6 11,6 11,6 

Válido "Siempre" 84 88,4 88,4 100,0 
 Total 95 100,0 100,0  
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Figura 15 

Porcentaje de opinión sobre el indicador: oralidad 

 

Nota. Elaboración propia 

Interpretación: De la figura 15, se observa que el 86,42% respondió “siempre” y el 11,58% 

“casi siempre”. En consecuencia, la mayoría de encuestados consideran que el proceso de 

vacancia presidencial debe llevarse a cabo de manera pública y oral garantizando la 

transparencia y evitando interpretaciones basadas en criterios discrecionales. 

Pregunta 16: ¿Usted cree que, si la causal de incapacidad moral permanente no está claramente 

definida en la ley escrita, puede llevar a que se recurra a interpretaciones basadas en la costumbre 

o en precedentes no codificados? 

Tabla 21 

Opinión sobre el indicador: costumbre 

 

  
Frecuencia Porcentaje 

Porcentaje 
válido 

Porcentaje 
acumulado 

 "Casi siempre" 17 17,9 17,9 17,9 

Válido "Siempre" 78 82,1 82,1 100,0 
 Total 95 100,0 100,0  
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Nota. Elaboración propia 

 

Interpretación: De la figura 16, se observa que el 82,11% respondió “siempre” y el 17,89% 

“casi siempre”. En consecuencia, la mayoría de encuestados consideran que si la causal de 

incapacidad moral permanente no está claramente definida en la ley escrita, puede llevar a que se 

recurra a interpretaciones basadas en la costumbre o en precedentes no codificados. 

Pregunta 17: ¿Usted cree que la delimitación objetiva del término “incapacidad moral 

permanente” como causal de vacancia presidencial permitirá la prevalencia del principio de 

legalidad (Huaura, 2018-2022)? 

Tabla 22 

Opinión sobre la hipótesis general planteada 
 

  
Frecuencia Porcentaje Porcentaje válido 

Porcentaje 
acumulado 

Válido "Siempre" 95 100,0 100,0 100,0 

 

Figura 17 

Porcentaje de opinión sobre la hipótesis general planteada 

Figura 16 

Porcentaje de opinión sobre el indicador: costumbre 
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Nota. Elaboración propia 

 

Interpretación: De la figura 17, se observa que el 100% respondió “siempre”. En 

consecuencia, los encuestados por unanimidad consideran que la delimitación objetiva del 

término “incapacidad moral permanente” como causal de vacancia presidencial permitirá la 

prevalencia del principio de legalidad (Huaura, 2018-2022). 

4.1.2. Análisis de los resultados obtenidos en la aplicación de la ficha de análisis 

documental 

Tabla 23 

Procesos de vacancia en el Perú 2018 – 2022 
 

AÑO PRESIDENTE 

INVESTIGADO 

FUNDAMENTO DECISIÓN 

2018 Pedro Pablo Kuczynski Primer intento de 

vacancia: El 15 de 

diciembre de 2017, el 

Congreso dio luz verde a 

la moción presentada 

para destituir al 

presidente Kuczynski, 

luego de que la 

Comisión Lava Jato 

concluyera que el 

entonces mandatario 

habría ocultado 

presuntos  pagos 

provenientes   de   la 

empresa    Odebrecht 

Kuczynski 

renunció un día 

antes que se 

votara el 

segundo pedido 

de vacancia 

presidencial. 
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  durante su gestión como 

ministro en el gobierno 

de Alejandro Toledo. No 

obstante, la propuesta no 

alcanzó    los     votos 

necesarios           — 

equivalentes    a   dos 

tercios del total— para 

ser      aprobada. 

Segundo     intento     de 

vacancia:    El   15    de 

marzo de   2018,    el 

Parlamento   volvió     a 

admitir   una    nueva 

moción para debatir la 

destitución          del 

presidente,   esta   vez 

nuevamente 

fundamentada     en    la 

causal de "incapacidad 

moral".  La   votación 

estaba prevista para el 

día jueves; sin embargo, 

Kuczynski presentó su 

renuncia un día antes 

(CNN 

Latinoamérica, 2018). 

 

2021 José Pedro Castillo 

Terrones 

El primer pedido de 

vacancia: Un grupo de 

29 congresistas de 

Avanza País, Fuerza 

Popular y Renovación 

Popular impulsó la 

moción de vacancia, 

basándose en una 

investigación fiscal 

sobre el presunto 

financiamiento ilícito de 

Perú Libre y "tráfico de 

influencias" en ascensos 

militares. 

El segundo pedido de 

vacancia: Después del 

Fue destituido por 

el  Congreso, 

recluido 

preventivamente 

en el  centro 

penitenciario   de 

Barbadillo por la 

presunta comisión 

de los delitos de 

Rebelión     y 

conspiración. 
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2022 

 primer intento fallido, el 

Congreso presentó una 

nueva moción de 

vacancia contra Castillo, 

respaldada por 50 

congresistas. Este 

intento acusaba a 

Castillo de "permanente 

incapacidad moral", 

mentir repetidamente y 

no corregir su conducta, 

además de señalar 

contradicciones en sus 

declaraciones fiscales y 

posibles   delitos   de 

fraude y falsedad (CNN 

Latinoamérica, 2022). 

El tercer pedido de 

vacancia: La tercera 

moción de vacancia 

presidencial se basa en 

tres puntos clave: 

• La 

administración   de 

Castillo habría 

desmantelado el Estado 

al colocar a funcionarios 

cuestionados  para 

favorecer a su entorno. 

• Las 

investigaciones fiscales 

llevaron a una denuncia 

contra Castillo por 

presuntos delitos de 

organización criminal, 

tráfico de influencias y 

colusión en los  casos  

Puente   Tarata   y 
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  Petroperú, además de 

irregularidades en los 

ascensos militares y 

policiales. 

• Se acusa a 

Castillo de 

"inmoralidad" por 

supuestamente encubrir 

a prófugos de su 

gobierno, como Bruno 

Pacheco, y por un 

presunto plagio en su 

tesis de maestría (CNN 

Latinoamérica, 2022). 

 

Nota. Elaboración propia 

 

4.2. Contrastación de hipótesis 

 

 

En esta sección se procede a evaluar la hipótesis que planteamos, tomando como punto 

de partida los hallazgos estadísticos obtenidos tras aplicar el instrumento de recolección de 

datos. De esta manera, la hipótesis principal formulada en nuestro proyecto de investigación 

fue la siguiente: La delimitación objetiva del término “incapacidad moral permanente” como 

causal de vacancia presidencial permitirá la prevalencia del principio de legalidad (Huaura, 

2018- 2022); el mismo que ha sido corroborado conforme se verifica de la figura 17, donde se 

observa que los abogados colegiados y habilitados del Ilustre Colegio de Abogados de Huaura 

encuestados por unanimidad han aceptado la validez de dicha premisa. Ahora bien, de la 

aplicación de la ficha de análisis documental, se advierte que, en los casos más recientes, 

el Congreso ha interpretado la "incapacidad moral permanente" en un sentido ético amplio, sin 

establecer límites claros. Cualquier conducta que se considere ética o moralmente reprochable 

puede ser calificada como incapacidad moral permanente, siempre que se cuente con la mayoría 

necesaria (dos tercios del número legal) para respaldar la decisión. En relación con la Hipótesis 

Específica N.º 01, ésta también queda respaldada, como muestra 
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la figura 04, donde se aprecia que el 71,58 % de los abogados colegiados y habilitados del 

Ilustre Colegio de Abogados de Huaura afirma que definir subjetivamente el término 

“incapacidad moral permanente” como causal de vacancia presidencia produce efectos 

negativos en la prevalencia del principio de ley cierta. 

En lo que concierne a la Hipótesis Específica Nº 02, su comprobación se refleja en la 

figura 12, donde se aprecia que el 88,42 % de los abogados colegiados y habilitados del Ilustre 

Colegio de Abogados de Huaura, refieren que definir objetivamente el término “incapacidad 

moral permanente” como causal de vacancia presidencial sí produce eficacia en la prevalencia 

del principio de ley estricta. 
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CAPÍTULO V DISCUSIÓN 

 

5.1. Discusión de resultados 

En esta sección, se inicia el análisis comparativo de los hallazgos obtenidos frente a las 

conclusiones de las investigaciones previas presentadas en el apartado de antecedentes 

internacionales y nacionales. 

En ese sentido, acerca del indicador: interpretación extensiva, conforme se verifica de la 

figura 10, para la mayoría de abogados colegiados y habilitados del Ilustre Colegio de Abogados 

de Huaura (87,37%), no debe aplicarse una interpretación extensiva a la hora de evaluar la 

configuración de la causal de incapacidad moral permanente. Por otro lado, respecto al 

indicador: interpretación restrictiva, conforme se verifica de la figura 11, para la mayoría de 

abogados colegiados y habilitados del Ilustre Colegio de Abogados de Huaura (93,68%), debe 

aplicarse una interpretación restrictiva a la hora de evaluar la configuración de la causal de 

incapacidad moral permanente. Ahora bien, dichos resultados guardan concordancia con lo 

hallado por València (2015) quien en su estudio titulado: “El juicio político por mal desempeño 

de funciones como moción de censura. La destitución de Lugo” publicado en la Revista: “XI 

Jornadas de Sociología” de la Universidad de Buenos Aires, llegó a la conclusión que, es en 

este criterio de oportunidad donde la causal de mal desempeño de funciones encuentra un 

terreno fértil, dado que es "excesivamente abstracta e imprecisa". Además, no debería 

convertirse en una cláusula tan amplia que permita cualquier tipo de censura, sino que debe 

interpretarse de manera restrictiva y con el máximo rigor. De lo contrario, se corre el riesgo de 

que cualquier acción que contradiga opiniones partidistas pueda ser utilizada como motivo para 

su aplicación. 

Por otro lado, acerca del indicador: incertidumbre política, conforme se verifica de la 

figura 03, para la mayoría de abogados colegiados y habilitados del Ilustre Colegio de 
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Abogados de Huaura (69,47%), adoptar una definición subjetiva de la causal de incapacidad 

moral permanente generará incertidumbre política. Ello coincide con lo señalado por En esa 

misma línea de interpretación, Ulloa (2022) en su investigación titulada: “La carente regulación 

jurídica de la vacancia presidencial por incapacidad moral permanente en el sistema presidencial 

peruano”, presentada ante la Universidad Peruana Los Andes, para optar el grado académico de 

Doctora en Derecho, consideró como objetivo general: Entender las consecuencias resultantes 

de la falta de una normativa legal adecuada sobre la destitución del presidente por motivos de 

incapacidad moral permanente en el sistema presidencial del Perú. 

Desde un enfoque estrictamente constitucional, cualquier norma que prevea la posibilidad 

de destituir a una autoridad investida por el voto popular —y en especial, al presidente de la 

República, por su alta investidura— debe ser regulada con rigurosidad y precisión, mediante 

disposiciones que establezcan de manera inequívoca los supuestos en los que puede aplicarse. 

Ello es necesario para garantizar el respeto a los principios fundamentales del Estado de 

derecho, tales como la legalidad y la seguridad jurídica. En este sentido, el artículo 113, inciso 

2 de la Constitución, al referirse a la vacancia por "incapacidad moral permanente", no 

proporciona criterios ni condiciones objetivas que delimiten su aplicación, lo que habilita al 

Congreso a hacer una interpretación abierta, sujeta a valoraciones subjetivas que pueden variar 

de acuerdo con los intereses políticos del momento. Esta indeterminación normativa debilita el 

principio de legalidad, el cual exige que todas las normas jurídicas, especialmente las que 

conllevan sanciones o consecuencias tan graves como la destitución de un presidente, sean 

claras, precisas y previsibles en su aplicación. Cuando ello no ocurre, el uso de dicha figura 

termina dependiendo de la voluntad o conveniencia de los actores políticos involucrados, lo que 

representa una amenaza seria para la estabilidad democrática y para la institucionalidad del país. 

La indefinición del concepto de incapacidad moral permanente ha facilitado que el 
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Congreso, en varias oportunidades, lo utilice como un mecanismo de control político más que 

como una herramienta de protección institucional. Esto ha generado escenarios de inestabilidad 

política, donde la vacancia presidencial ha sido invocada en contextos de crisis entre el 

Ejecutivo y el Legislativo, sin que existan elementos jurídicos sólidos que justifiquen su 

aplicación. Como resultado, el país ha experimentado sucesivos cambios de gobierno en cortos 

periodos, debilitando la democracia y generando desconfianza en las instituciones. Además, la 

falta de precisión en la norma constitucional ha permitido que el concepto de incapacidad moral 

se utilice para valorar aspectos subjetivos del comportamiento del presidente, en lugar de 

referirse a condiciones médicas o jurídicas que realmente impidan el ejercicio del cargo. En ese 

sentido, se ha transformado en un mecanismo que puede ser empleado con fines estratégicos 

por parte de grupos parlamentarios, quebrantando la democracia sustancial de un Estado 

Constitucional de Derecho. 

Por ello, se hace imprescindible una reforma constitucional que precise de manera clara y 

objetiva en qué casos procede la vacancia presidencial por incapacidad moral permanente. Esta 

reforma debería establecer criterios específicos que delimiten su aplicación, así como garantizar 

un debido proceso que evite la arbitrariedad en su uso. Solo de esta manera se podrá asegurar que 

este mecanismo no continúe siendo un factor de inestabilidad política y que, en su lugar, 

funcione como una herramienta legítima de preservación del orden democrático y 

constitucional. 

Finalmente, respecto al indicador: regulación expresa, conforme se verifica de la figura 13, 

para la mayoría de abogados colegiados y habilitados del Ilustre Colegio de Abogados de 

Huaura (88,42%), debe existir una regulación expresa que detalle el contenido de la causal de 

incapacidad moral permanente. En efecto, conforme lo resalta Montoya (2023) en su tesis 

denominada: “Reforma constitucional del art. 113 inciso 2 que regula la vacancia por 

incapacidad moral” presentada ante la Universidad Privada Antenor Orrego, llegó a la 
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conclusión que la falta de claridad en los alcances y las implicancias políticas de la figura de la 

incapacidad moral como causal de destitución presidencial genera serias incertidumbres que 

afectan la estabilidad institucional y democrática del país. Como bien se señala, ni la 

Constitución ni la legislación han desarrollado con precisión los elementos esenciales que 

deberían delimitar esta figura, lo que deja amplios márgenes de interpretación que pueden 

derivar en usos arbitrarios y estratégicos del mecanismo de vacancia. En primer lugar, la 

ausencia de una definición concreta sobre el mencionado supuesto es uno de los principales 

problemas. Dado que el concepto de "moralidad" es subjetivo y puede variar dependiendo del 

contexto político y social, su aplicación sin criterios objetivos permite que se convierta en un 

arma política más que en un mecanismo de control legítimo. 
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CAPÍTULO VI CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

 

6.1. Conclusiones 

 

Primero: La delimitación objetiva del término “incapacidad moral permanente” como causal 

de vacancia presidencial permitirá la prevalencia del principio de legalidad (Huaura, 2018- 

2022). En ese sentido, la incapacidad moral permanente podría interpretarse de manera más 

restringida, refiriéndose a conductas éticamente reprochables de tal gravedad y evidencia que 

hagan evidente la imposibilidad de que el presidente de la República continúe en su cargo. Todo 

ello de acuerdo con los siguientes parámetros y derechos: 1. La incapacidad debe ser 

permanente. 2. La evaluación debe basarse en la moral pública. 3. La conducta infractora debe 

tener una base objetiva. 

Segundo: Definir objetivamente el término “incapacidad moral permanente” como causal de 

vacancia presidencial sí produce eficacia en la prevalencia del principio de ley estricta. En 

efecto, el principio de ley estricta, también denominado principio de legalidad o reserva de ley, 

requiere que las normas que restringen derechos o imponen sanciones estén formuladas con 

claridad y exactitud. Esto es fundamental para prevenir interpretaciones ambiguas, arbitrarias o 

subjetivas que podrían llevar a decisiones injustas o al abuso de poder. Al garantizar que las 

normas estén bien definidas, se protege la seguridad jurídica y se asegura que las leyes se 

apliquen de manera justa y equitativa, sin dar lugar a manipulaciones o aplicaciones 

discrecionales que podrían socavar la confianza en el sistema legal. 

Tercero: Definir objetivamente el término “incapacidad moral permanente” como causal de 

vacancia presidencial sí produce eficacia en la prevalencia del principio de ley estricta. Esto es 

crucial para asegurar que cualquier medida legal, particularmente en un proceso tan importante 

como la vacancia presidencial, se fundamente en criterios objetivos y previamente definidos, 

evitando de esta manera el peligro de interpretaciones ambiguas o decisiones guiadas por 

intereses políticos. 
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6.2. Recomendaciones 

 

 

Primero: Se recomienda a los legisladores que puedan establecer una definición objetiva y clara 

del término "incapacidad moral permanente" en la legislación, delimitando esta causal de 

vacancia presidencial a conductas éticamente reprochables que sean de tal gravedad y evidencia 

que hagan inviable la permanencia del presidente en su cargo. Además, es fundamental que la 

evaluación de estas conductas se base en la moral pública y que la infracción tenga una base 

objetiva, asegurando que la incapacidad sea realmente permanente y no sujeta a interpretaciones 

ambiguas o manipulaciones políticas. 

Segundo: Se recomienda establecer una definición precisa y objetiva del término "incapacidad 

moral permanente" en la normativa relacionada con la vacancia presidencial. Esta definición 

debe ser clara y específica, garantizando que la aplicación de esta causal se ajuste al principio 

de ley estricta. Al hacerlo, se evitarán interpretaciones ambiguas o subjetivas que podrían 

resultar en decisiones injustas o en el abuso de poder, protegiendo así la seguridad jurídica y 

promoviendo una aplicación justa y equitativa de la ley. 

Tercero: Se recomienda que el término "incapacidad moral permanente" sea definido de manera 

objetiva y detallada en el marco legal que regula la vacancia presidencial. Esta definición debe 

estar basada en criterios claros y previamente establecidos, con el fin de garantizar que las 

decisiones legales en torno a la vacancia presidencial se tomen de manera justa y fundamentada, 

evitando interpretaciones ambiguas o influenciadas por intereses políticos. 
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ANEXOS 

 

Anexo 01. Matriz de consistencia 
 

 

TÍTULO PROBLEMA OBJETIVOS HIPÓTESIS VARIABLES UNID. ANÁLISIS TÉCN. 

RECOJ 

DATOS 

Delimitación del 

término 

“incapacidad moral 

permanente” como 

causal de vacancia 

presidencial para la 

prevalencia del 

principio de 

legalidad (Huaura, 

2018-2022). 

General: 

¿En qué medida la 

delimitación del 

término 

“incapacidad moral 

permanente” como 

causal de vacancia 

presidencial 

permitirá la 

prevalencia del 

principio de 

legalidad (Huaura, 

2018-2022)? 

 

 

Específicos: 

 

Pe1: ¿Cuáles son 

los efectos que 

produce definir 

subjetivamente el 

término 

General: 

Determinar en qué 

medida la 

delimitación del 

término 

“incapacidad moral 

permanente” como 

causal de vacancia 

presidencial 

permitirá la 

prevalencia del 

principio de 

legalidad (Huaura, 

2018-2022). 

 

Específicos: 

 

Oe1: Establecer los 

efectos que produce 

definir 

subjetivamente el 

término 

General: 

La delimitación 

objetiva del término 

“incapacidad moral 

permanente” como 

causal de vacancia 

presidencial 

permitirá la 

prevalencia del 

principio de 

legalidad (Huaura, 

2018-2022). 

 

 

 

Específicos: 

 

He1: Definir 

subjetivamente el 

término 

“incapacidad moral 

permanente” como 

Variable 

independiente: 

Delimitación del 

término “incapacidad 

moral permanente” 

como causal de 

vacancia presidencial. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Variable dependiente: 

Prevalencia del 

principio de legalidad. 

 

 

 

Pronunciamientos 

del Congreso de la 

República sobre la 

incapacidad moral 

permanente como 

causal de vacancia 

presidencial. 

 

 

Abogados 

colegiados y 

habilitados del 

Ilustre Colegio de 

Abogados de 

Huaura al año 

2022. 

 

 

 

 

 

 

 

Análisis 

documental y 

encuesta. 
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 “incapacidad moral 

permanente” como 

causal de vacancia 

presidencial en la 

prevalencia del 

principio de ley 

cierta? 

Pe2: ¿Cuál es la 

eficacia que 

produce definir 

objetivamente el 

término 

“incapacidad moral 

permanente” como 

causal de vacancia 

presidencial ante la 

prevalencia del 

principio de ley 

estricta? 

“incapacidad moral 

permanente” como 

causal de vacancia 

presidencial en la 

prevalencia del 

principio de ley 

cierta. 

Oe2: Señalar cuál 

es la eficacia que 

produce definir 

objetivamente el 

término 

“incapacidad moral 

permanente” como 

causal de vacancia 

presidencial ante la 

prevalencia del 

principio de ley 

estricta. 

causal de vacancia 

presidencial no 

produce efectos en 

la prevalencia del 

principio de ley 

cierta. 

He2: Definir 

objetivamente el 

término 

“incapacidad moral 

permanente” como 

causal de vacancia 

presidencial sí 

produce eficacia en 

la prevalencia del 

principio de ley 

estricta. 
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Anexo 02. Cuestionario de preguntas 
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